ACTA n.° 04-2011

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las ocho horas veinte  minutos del 05 de octubre del año dos mil once. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la  Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, presidenta, quien preside; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial;  el Lic. Juan Carlos Jiménez Morales, en representación de la de la Defensa Pública; la M.Sc. Mayela Pérez Delgado, en representación del Ministerio Público; el Lic. Rodolfo Fernández Castillo, en representación del Organismo de Investigación Judicial; el Lic. Luis Fdo. Salazar Alvarado, juez de Trabajo; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Casación Penal; el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe de gestión Humana y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria ejecutiva de la Escuela Judicial.  Invitados: Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación;  la M.Sc. Marisol Barboza, profesional en métodos de enseñanza, Escuela Judicial y el  Lic. Sergio González León, Supervisor de Unidad Disciplinaria de la Defensa Pública.
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ASUNTOS

1. Aprobación de las actas  n.º 02-2011 del veinticinco de mayo del 2011 y n.º 03-2011 del 
veinte de julio del 2011. Se adjuntan,

2. Continuación del análisis de la propuesta del "ENFOQUE PEDAGÓGICO DE LAS 
ACTIVIDADES ACADÉMICAS DE LA ESCUELA JUDICIAL".  Se adjunta la última 
versión consolidada, elaborada por la M.Sc. Marisol Barboza, especialista en métodos de 
enseñanza de la Escuela Judicial, a partir de los comentarios que hizo en su oportunidad 
cada Unidad de Capacitación, en atención a lo dispuesto por el Consejo Directivo el 20 de 
julio del año en curso. 

3. Continuación del análisis de la propuesta del “REGLAMENTO SANCIONATORIO 
ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL”. Se adjunta la versión final que contiene los 
artículos aprobados del uno al siete, por el Consejo Directivo y las modificaciones realizadas 
por el Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela, en atención a 
lo dispuesto por el Consejo Directivo el 20 de julio del año en curso. Igualmente se anexa 
las observaciones del O.I.J, y de la Defensa en conjunto con el Ministerio Público. 

4. Oficio N° 753-JP-2011 de la Secretaría de la Corte, en atención al acuerdo tomado por el Consejo 
de Personal en la sesión N° 13-2011 celebrada el treinta de junio  pasado, Artículo II, el cual 
dice: se acordó“2- Solicitar a la Escuela Judicial que en coordinación con las Unidades de 
Capacitación defina la forma en la que se ejecutarán las obligaciones contractuales de los becarios 
en cuanto a la transferencia de los conocimientos adquiridos, y lo haga del conocimiento de este 
Consejo.” Se adjunta.

5. Oficio N° 7491-11 de la Secretaría de la Corte, en atención al acuerdo tomado por la Corte Plena 
en la sesión N° 25-11 celebrada el 01 de agosto del año en curso, respecto al proceso de 
selección seguido para la primera promoción del Programa de Formación Inicial para 
Aspirantes a la Judicatura (FIAJ) [...]: ARTÍCULO XXI [...]“Por unanimidad, se acordó: 
“Aprobar la propuesta del Magistrado Cruz, con la observación realizada por el Presidente, 
Magistrado Mora, por ende, hacer de conocimiento del Consejo Nacional de Educación Superior 
(CONESUP,) del Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES), del Colegio 
de Abogados y Abogadas de Costa Rica, así como de las Universidades públicas y privadas del país, 
la preocupación de esta Corte por el resultado obtenido en las pruebas por los candidatos o 
candidatas para el reclutamiento de jueces y juezas en el Programa de Formación Inicial de Jueces 
(FIAJ), lo cual refleja la forma en que se está preparando a los futuros abogados  y abogadas en las 
Universidades, para lo que a bien estimen manifestar”[...]. Se adjunta.

6. OficioUCS-MP-478-2011 suscrita por la Licda. Hulda Chinchilla Rizo Gestora de 
Capacitación 3, Unidad de Capacitación y Supervisión Ministerio Público, sobre: “la 
valoración del debido reconocimiento de los pasos correspondientes de capacitación para los 
 servidores y servidoras que hayan aprobado el Programa de Formación Básica para Auxiliares 
Judiciales del Ministerio Público.” Se anexa informe del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla 
gestor de Capacitación de la Escuela Judicial. Se adjunta.

7. Recordatorio a las Unidades de Capacitación para que remitan, a más tardar el 31 de octubre 
de 2011, las necesidades de capacitación que se deberán incluir en el Plan de Trabajo 2012.  

8. Asuntos Varios.
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ARTÍCULO I

Se aprueban el acta  n.º 02-2011 del veinticinco de mayo del 2011 y el acta n.º 03-2011 del  veinte de julio del 2011.
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ARTÍCULO II

Se sometió a consideración el siguiente documento, cuya presentación estaba a cargo de la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez, especialista en métodos de enseñanza de la Escuela Judicial:

Enfoque pedagógico de la Escuela Judicial  y de  las Unidades de Capacitación



La Escuela Judicial está destinada a la formación y la capacitación de juezas y jueces, letradas y letrados, así como del personal auxiliar de los despachos judiciales.  Asimismo, el Poder Judicial cuenta con unidades especializadas de capacitación en la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Departamento de Gestión Humana y el Organismo de Investigación Judicial. Cada una de estas unidades es responsable de atender la formación y la capacitación de sus respectivas poblaciones meta. 


En ese contexto, la Escuela Judicial tiene la responsabilidad de servir como órgano rector de la capacitación aplicada por cada una de las unidades creadas para estos fines. Lo realiza a través de su Consejo Directivo, conformado por representantes del sector jurisdiccional y de todas las unidades especializadas de capacitación.


En este sentido, es imprescindible tomar en cuenta lo que señala el artículo 1 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial (1981):

Artículo 1.-  La Escuela Judicial es un órgano del Poder Judicial, dependiente del Consejo de la Judicatura, que tiene como objetivo proporcionar formación, capacitación e investigación integral, especializada y de alta calidad a los(as) servidores(as) judiciales y a las personas que aspiren a ingresar al Poder Judicial, de conformidad con los procesos de selección establecidos.

Asimismo es el órgano rector de las políticas de formación y capacitación de los distintos sectores que integran el Poder Judicial.


En relación con las Unidades de Capacitación, la rectoría de la Escuela Judicial  les permite dictar políticas de capacitación, certificación, evaluación, metodología, entre otras, las cuales están destinadas a producir procesos uniformes y compatibles con los valores y los objetivos institucionales, así como garantizar la calidad de los esfuerzos de formación y capacitación en todo el Poder Judicial. 


Además, la Escuela Judicial brinda apoyo a las Unidades de Capacitación a través del Área de Servicios Técnicos, la cual está a cargo de desarrollar los recursos didácticos necesarios para apoyar los procesos de capacitación, para lo cual se brindan, entre otros, los servicios de revisión filológica, producción multimedia y producción audiovisual.


Esto se evidencia en lo que establecen la visión y misión  de la Escuela Judicial, las cuales indican lo siguiente:

Visión: Ser una organización consolidada y reconocida en la formación, capacitación e investigación, tanto a nivel nacional e internacional, que contribuya con la excelencia en la administración de justicia.

Misión: Brindar un servicio de calidad, mediante el trabajo interdisciplinario eficiente y eficaz, que contribuya con la optimización de la administración de la  justicia. 


De esta forma y debido a la naturaleza de los programas que ofrecen tanto la Escuela Judicial como las distintas Unidades de Capacitación y a la población a la que los dirigen, es pertinente organizar y establecer un enfoque pedagógico que oriente el proceso educativo que tome en consideración las competencias humanas, intelectuales y laborales de estas personas.


Es importante anotar que el enfoque pedagógico influye en la forma de planear, organizar, desarrollar y evaluar el currículo educativo en sus diferentes componentes: propósitos, contenidos, secuencia, métodos, recursos didácticos y evaluación, ya que cada enfoque tiene su forma particular de abordar cada uno de los componentes del currículo y de dar respuesta a las preguntas: ¿para qué enseñar?, ¿qué enseñar?, ¿cuándo enseñar?, ¿con qué enseñar? y  ¿cómo evaluar?, lo cual hace característico un estilo de enseñanza-aprendizaje. 

En el caso del trabajo que la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación desempeñan, se presenta una propuesta basada en el enfoque por competencias. 

El enfoque pedagógico por competencias conjunta la teoría y la práctica, el ser con el saber y con el hacer. Busca desarrollar los atributos de la persona para su aplicación de manera óptima e inteligente, en el desempeño de su función, donde el saber hacer implica la  integridad de la ocupación y del sistema de organización del trabajo, articula la teoría y la práctica y la relaciona con la experiencia individual de aprendizaje, con la situación grupal y con el desempeño laboral. 


Este enfoque emplea de forma armoniosa el método constructivista como su herramienta esencial, ya que aporta aspectos como un contexto que facilita interpretar los procesos de aprendizaje, así como las necesidades y las posibilidades de formación de las personas participantes. Además, da importancia a la interacción entre las personas y la relación de estas y su entorno, lo que se fortalece mediante el trabajo colaborativo y cooperativo que permite el intercambio de opiniones y visiones de los aspectos que se tratan. Esta dinámica impulsa la autorreflexión y la autocrítica que contribuyen con el propio aprendizaje.


En este enfoque, se parte de la premisa de que el centro de la acción educativa es la persona participante, y su papel dentro de cada actividad académica es esencialmente activo, tomando en consideración sus conocimientos, su experiencia y sus motivaciones previas, por lo que la persona facilitadora guía y sustenta el proceso, pero no se queda con el protagonismo, por el contrario, genera y facilita el de la persona participante.

Si bien es cierto que la implementación de un modelo de gestión por competencias requiere de la intervención integral de otras áreas de la administración humana, este esfuerzo permite anticipar las estrategias de capacitación a los requerimientos actuales de la formación laboral.  Una vez que se desarrolle  el modelo institucional por competencias, deberán  efectuarse  los ajustes necesarios para su integración. 

 Apuntes teóricos  de los enfoques por competencias profesionales y constructivista social y su relación con el proceso de capacitación

El enfoque  por competencias profesionales


La necesidad de definir, impulsar y alcanzar competencias específicas para el desempeño eficiente y efectivo en una labor determinada permite la creación de situaciones interactivas de aprendizaje, donde se presenta la expresión reflexiva, crítica, vivencial y creativa, en la cual es importante la observación de los desempeños y los progresos en su proceso contextual correspondiente.


Las múltiples transformaciones que han tenido lugar en el mundo a lo largo de las últimas décadas han provocado cambios fundamentales en las condiciones de vida de las sociedades. Las modificaciones en la esfera de la producción, el desarrollo científico y tecnológico, la globalización y el valor del conocimiento expresan procesos sumamente complejos que generan tendencias diversas. La educación y la capacitación profesional no han sido la excepción, ya que también están experimentando cambios importantes.


Entre los factores que han producido este ambiente de cambio, se incluye la toma de conciencia de los retos que implica una economía globalizada y la competencia internacional. Entre los requisitos para lograr una economía que responda a las exigencias mundiales, se incluye una fuerza laboral calificada y flexible que se caracteriza por una gran productividad y por la capacidad de satisfacer las necesidades de un mercado en proceso de cambio.  

De este modo, se presenta la necesidad de “relacionar de una manera más efectiva la educación con el mundo del trabajo, lo que conduce al sector oficial a promover la implementación de las opciones educativas basadas en los denominados modelos por competencias” (Huerta, 2000, p. 1), por lo que se plantea como de mayor relevancia poseer competencias para la solución de problemas específicos que tener una preparación en lo abstracto sin la posibilidad de contar con expectativas para solucionarlos.


Existen diferentes aproximaciones conceptuales respecto al tema de las competencias. Un concepto generalmente aceptado la define como una capacidad efectiva para llevar a cabo exitosamente una actividad plenamente identificada, y debe tener claro que la competencia no es una probabilidad de éxito en la ejecución de un trabajo, sino que es una capacidad real y demostrada en la ejecución de ese trabajo.  Por tanto, “en un sistema basado en competencias, las bases deben ser normas explicitas y mensurables del desempeño que se basan en el resultado y reflejan las expectativas reales del desempeño, en una función del trabajo” (Fletcher, 2000, p. 13). 


El trabajo que se propone realizar en la Escuela Judicial  y en las Unidades de Capacitación es partir del enfoque de las “competencias profesionales” que se definen  como las respuestas profesionales que una persona da a los requerimientos de su puesto de trabajo. Por lo que incluye de forma integral las características personales, la  experiencia previa, los conocimientos, habilidades, destrezas, valores y actitudes que  esta persona evidencia en su desempeño laboral, los cuales están garantizados y respaldados por los procesos de gestión humana, como por ejemplo: la selección y el reclutamiento del personal.   


Esta es la base conceptual donde la competencia profesional permite enfrentar a la persona  funcionaria del Poder Judicial diversas situaciones, propias de su campo laboral,  y lograr un desempeño idóneo. Para ello,  es clave que pueda coordinar las habilidades y las destrezas buscando recombinarlas, así como las actitudes y los conocimientos previos, llevándole a desaprender para reaprender y, de esta forma, tratar con situaciones nuevas. Por lo tanto,  se trata de capacitar con programas diseñados, ejecutados y evaluados por competencias. Para el diseño de estos programas, se tomarán en cuenta las particularidades de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación.


Este enfoque de competencias profesionales en el ámbito educativo se presenta con el propósito de optimizar la preparación profesional en distintas disciplinas, para que la incorporación al ambiente laboral sea consecuente con las necesidades que se presentan, las cuales son identificadas mediante estudios e investigaciones, considerando así que la competencia se refiere a las funciones, tareas y roles de un o una profesional que le permiten desarrollar de forma idónea su puesto de trabajo y que son resultado y objeto de un proceso de capacitación y cualificación
 que señala que la persona “es capaz de” o “está capacitada para”.


Es preciso aclarar que las competencias solo son identificables en la acción, no son reducibles al saber ni al saber-hacer, pues poseer unas capacidades no significa ser competente, por cuanto la competencia no reside en las capacidades, sino en el empleo adecuado de estas; es lograr trasladarse del saber a la acción, es una reconstrucción de las capacidades adquiridas mediante un proceso educativo y su aplicación contextualizada en una función o tarea, razón que justifica que se señale que se trata de “un proceso con valor añadido” (Le Boterf, 1994), donde se ponen en práctica-acción el conocimiento, el saber hacer y el ser. 


Por ello, en este proceso, debe agregarse el contexto, punto clave en la definición, debido a que no puede separarse de las condiciones específicas en las que se evidencia. Así, como lo plantea el autor Tejada Fernández, “las competencias apuntan en la dirección del análisis y solución de problemas en un contexto particular en el que a partir de dicho análisis (y para el mismo) se movilizan pertinentemente todos los recursos (saberes) que dispone el individuo para resolver eficazmente el problema dado”. (Tejada, 1999, p. 9). 

De esta manera, la competencia solo puede ser expresada mediante prácticas sociales contextualmente definidas relacionadas con las reglas y las expectativas derivadas del propio contexto. Se trata de prácticas que versan sobre las situaciones particulares del desempeño laboral y que responden a este. En ellas se deben evidenciar los saberes, los haceres y los seres.


Ello no supone necesariamente que cada contexto exija una competencia particular, sino que la propia situación demanda una respuesta contextualizada. De esta forma, de las capacidades disponibles de la persona, sean cognitivas, procedimentales o actitudinales, en una acción combinada de ellas puede obtener, gracias a la flexibilidad y la adaptabilidad, la solución o respuesta apropiada para la situación a la que se enfrenta, lo que conduce a la noción de competencia relacional que reúne factores de las habilidades de las personas y las tareas que tienen en determinadas situaciones.


Estos aspectos conforman el enfoque holístico por cuanto integra y relaciona atributos y tareas, permite que ocurran varias acciones simultáneamente y toma en cuenta el contexto y la cultura del lugar de trabajo donde ocurre la acción, así como los valores y las actitudes de quien actúa, relacionando  el accionar con el desempeño real. 


El modelo de competencias profesionales integrales establece tres niveles: las competencias básicas, las genéricas y las específicas, cuyo rango de generalidad va de lo universal a lo particular. Las competencias básicas son las capacidades intelectuales indispensables para el aprendizaje de una profesión;  las genéricas son la base común de la profesión o se refieren a las situaciones concretas de la práctica profesional que requieren de respuestas complejas. Por último, las competencias específicas  son la base particular del ejercicio profesional y están vinculadas a condiciones específicas de ejecución.

Los componentes de las competencias


El análisis funcional es la base para la elaboración de las normas de competencia. “Una norma de competencia es una expectativa de desempeño en el lugar de trabajo contra la cual es posible comparar un comportamiento observado” (Morfín, 2005, p. 91). De esta forma, se puede afirmar que la norma es un modelo que establece si una persona  profesional es competente o no en el desempeño de determinado puesto, lo que constituye un lenguaje común para vincular la capacitación y el perfil que se tienen como objetivo, con base en los procesos de gestión humana de cada dependencia.  Esto  permite la integración de las diversas formas de aprendizaje.  Se trata de un sistema objetivo, independiente y universalmente aplicable, ya que  provee un estándar uniforme que facilita evaluar  las competencias obtenidas por las personas.


La integración de una norma de competencia es también la base para la elaboración de los currículos de formación, y sus componentes expresan la calidad con la que debe lograrse el perfil que se propone. De esta manera, permea los objetivos de aprendizaje, las estrategias y los productos que se solicitan como evidencia de su desempeño, los cuales están integrados por los conocimientos, la aplicación adecuada de estos y las actitudes requeridos en la competencia definida de acuerdo con el puesto que se trate.


Para que esto sea efectivo, se señala la importancia de efectuar una investigación diagnóstica de las necesidades de capacitación, tanto de la Escuela Judicial como de cada una de las Unidades de Capacitación, la cual sustente los diversos procesos que se generan.


Desde esta perspectiva, la propuesta del enfoque por competencias, al considerar que todo ser humano tiene un gran potencial susceptible de ser desarrollado cuando muestra interés por aprender y que se sustenta en los cuatro pilares para la educación que propone Delors (1998), el aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a convivir y aprender a ser, permitirá que el proceso de capacitación que se efectúe en la Escuela Judicial y en las Unidades de Capacitación se dirija precisamente hacia el  desarrollo de estos pilares, los cuales  expresan lo que la persona logra dominar y demostrar en distintos desempeños al final de una experiencia de aprendizaje,  mediante los dominios de aprendizaje que se refieren al desenvolvimiento de las capacidades donde intervienen los contenidos, como conjunto de saberes que configuran las áreas curriculares, los haceres y los seres. Se trata, por tanto, de tres grandes dominios a demostrar:

Dominio cognoscitivo: se refiere al aprender a conocer, aprender a aprender, ejercitando la atención, la memoria y el pensamiento.

Dominio procedimental: se dirige hacia el  aprender a hacer a fin de adquirir no solo una calificación profesional, sino también, más generalmente, una competencia que capacite al individuo para hacer frente a gran número de situaciones y a trabajar en equipo aplicando los conocimientos.

Dominio actitudinal: referido al aprender a convivir, a ser, desarrollando la comprensión hacia la otra persona y la percepción de las formas de interdependencia  donde se respetan los valores de pluralismo, comprensión mutua y paz.


Al lado de estos dominios, se encuentran el ámbito de desempeño, así como los criterios de desempeño, aspectos que conforman igualmente los componentes de las competencias y que se refieren a la actuación de la persona dentro de un puesto laboral determinado. 

Si se toma la definición de criterio de desempeño empleado por Ana M. Catalano  como los “juicios de valor (relativos a la seguridad en el trabajo, al cuidado del medio ambiente, a la calidad y a la productividad) que orientan el accionar de la persona trabajadora  en su situación concreta de trabajo” (Catalano, 2004, p. 219), se puede afirmar que los criterios de desempeño establecen las condiciones que permiten verificar el desempeño idóneo de la competencia. Estos aspectos guiarán la evaluación en el proceso educativo que se defina, mientras que el ámbito de desempeño describe los diferentes entornos profesionales donde se pondrán a prueba las competencias, señalando las condiciones en que estas se desarrollan y su aplicación.

El  enfoque constructivista social


El constructivismo como corriente pedagógica surge sobre el principio de que es la persona participante de una actividad académica quien logra construir su propia visión del mundo, su interpretación y generar esquemas cada vez más elaborados, a partir de sus conocimientos previos y mediante la interacción con el medio.


Fundamentado en los razonamientos de Lev Vigotsky (1987), el constructivismo social considera la interacción social como un pilar fundamental en el proceso enseñanza- aprendizaje. Señala que la persona se ajusta al contexto y a las condiciones donde se desenvuelve. Ahí se da la interacción con los objetos, las otras personas y consigo misma. Se establece la relación entre la persona y su medio a través de actividades de colaboración, para las que requiere de una estructuración de su actividad mental que le permita diferenciar las acciones conscientes, no conscientes, generales, particulares, concretas y abstractas. Se determina el “saber hacer” desde la aplicabilidad y la transferibilidad de los conocimientos y las habilidades, pues el sujeto posee independencia cognoscitiva que se traduce en dominio de las habilidades profesionales explícitas del currículo particular, en la orientación, regulación, asimilación, organización y apropiación de los diferentes procesos. Por estas particularidades, este enfoque sugiere el empleo de didácticas específicas, planeadas por etapas y dirigidas hacia una enseñanza colaborativa y desarrolladora. 


Estos aspectos se encuentran en concordancia con los aspectos que enuncia el enfoque por competencias como esenciales, a saber, el trabajo colaborativo y cooperativo en escenarios concretos y que respondan a la realidad, la interacción social y a contextualizar cada situación y circunstancia por analizar. Esta es la razón por la que el método constructivista es su aliado idóneo por cuanto facilita  conceptos y estrategias o métodos asociados, tales como: el aprendizaje significativo, el método de resolución de casos y el método de proyectos que se constituyen en fundamento importante para el logro de los objetivos dentro de un enfoque, cuyo eje central se encuentra en la persona participante.


Desde esta perspectiva, el proceso enseñanza-aprendizaje parte del estudiante, en quien se potencia mediante la actividad social de producción y de construcción del conocimiento por medio de la crítica, la argumentación y la confrontación, razón por la cual  el contexto y la enseñanza colaborativa son de gran importancia. 


Además, se debe tener en cuenta que el currículo por implementar debe ser flexible y cambiante de acuerdo  con las exigencias y los requerimientos del medio y de la población a la que se dirige; debe ser participativo, teórico-práctico, que enfatice las habilidades cognitivas, de interacción y de comunicación, que considere la interdisciplinariedad y el carácter investigativo, ya que se busca que las personas sean problematizadoras y propositivas, que construyan, investiguen, produzcan, recopilen, confronten, critiquen e indaguen por medio de técnicas que dinamicen la unidad dialéctica enseñanza-aprendizaje.


Se proponen métodos didácticos como los  etnográficos que consideran tanto lo inductivo como lo deductivo y que vinculan las distintas categorías que se generen, para que permitan la construcción y la enumeración de situaciones considerando tanto lo subjetivo como lo objetivo, buscando relaciones causales con el uso de procedimientos, técnicas y exposiciones con métodos eclécticos.  Se trata de métodos heurísticos y holísticos, entendiendo por estos aquellos que se dirijan a ser integrales y facilitadores de la innovación constante y creativa que permitan solucionar una situación particular, así como que procuren la capacidad de entender los eventos desde el punto de vista de las múltiples interacciones que los caracterizan, orientándose hacia una comprensión contextual de los procesos, de los actores y de sus situaciones. Se trata de métodos que faciliten la interacción entre el saber, el saber-hacer y el ser.

A manera de conclusión


El  enfoque pedagógico en la Escuela Judicial y en las Unidades de Capacitación se dirige hacia la integración de los conocimientos, los procesos  cognoscitivos, las destrezas, las habilidades, los valores y las actitudes en el desempeño ante actividades y problemas, hacia la construcción de los programas de formación acordes con los requerimientos disciplinares, investigativos, profesionales, sociales, ambientales y laborales del contexto, orientados por  estándares e indicadores de calidad en todas sus etapas. 

El propósito  es, por tanto, la formación por competencias que busca la calidad y la idoneidad en el desempeño laboral y profesional de la persona, el protagonismo de quienes participan en las diversas actividades académicas, la orientación de la enseñanza a partir de los procesos de aprendizaje y contextualización de la formación y, por ello, toma como compañero de viaje al método constructivista.


Para la concreción de estos aspectos curriculares que se proponen, es importante iniciar a partir de la determinación de las necesidades de capacitación de las diversas poblaciones que se atienden tanto en la Escuela Judicial como en las diferentes Unidades de Capacitación, mediante investigaciones diagnósticas que señalen las áreas de formación que deben ser incluidas en los programas de capacitación, asimismo,  los tópicos prioritarios que deben ser traducidos en ejes curriculares esenciales que  permitan ejercer adecuadamente las labores cotidianas en consonancia con los principios y las garantías del Estado social y democrático de derecho que representa el Poder Judicial,  acorde con sus directrices y ejes transversales. 


En este sentido, es imprescindible efectuar el diagnóstico de necesidades que toma como fundamento las funciones que se cumplen en el puesto determinado de la población en estudio y que dentro del enfoque se denominan unidades de competencia, así como las tareas que se deben realizar en el puesto en mención, el cual hace referencia a los elementos de competencias. Se disgregan de estos componentes las habilidades, destrezas, conocimientos, valores y actitudes que conforman el perfil profesional idóneo para el ejercicio de esta función.


De esta forma, el perfil profesional es prioritario para la implementación de un proceso de capacitación bajo el enfoque por competencias, ya que define la ocupación, la competencia general de la ocupación, sus unidades de competencia, las realizaciones profesionales o tareas (elementos de competencia), los criterios de ejecución y las capacidades profesionales que se requieren, aspectos que se transforman en los insumos para establecer el diseño curricular adecuado. 


Es importante en este sentido retomar que el diseño curricular consiste en la concepción de la oferta formativa. Este debe propiciar el desarrollo de las competencias que conforman el perfil profesional, por lo que se trata de una comunicación en doble vía,  ya que son  informaciones del mundo del trabajo que se dirigen al mundo de la educación, traduciendo pedagógicamente las competencias del perfil profesional, las cuales pretenden la aplicación de los conocimientos, las habilidades y los valores para realizar las funciones en situaciones de trabajo en los niveles requeridos por las actividades propias de la función, con una metodología con sentido crítico que abarque aspectos sociales, culturales y actitudinales que amplían las capacidades de las personas posibilitando su actuar con un desempeño idóneo. Estos  aspectos conducen el quehacer de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, considerando en ello sus diferenciaciones.

Particularidades de las Unidades de Capacitación


Al enunciarse como propósitos, tanto de la Escuela Judicial como de las Unidades de Capacitación, la formación, la capacitación y la investigación a nivel nacional e internacional que contribuyan con la excelencia en la Administración de Justicia,  es relevante tomar en cuenta sus particularidades en este proceso, ya que esto hace que tengan un matiz diferente en cada instancia.


La primera diferencia se encuentra en la población hacia la que dirigen sus actividades capacitadoras, con lo que abarcan distintas funciones y tareas, de donde se desprende la importancia de iniciar el proceso en el diagnóstico de necesidades de capacitación.


Una segunda diferencia se presenta en la forma en  que desarrollan sus estrategias de enseñanza – aprendizaje. Es decir, de acuerdo con los resultados de los diagnósticos, pueden implementarse diferentes modalidades de capacitación, para lo cual se  requerirán las herramientas de diseño y ejecución de cursos acordes con estas modalidades, los cuales, además, podrían incorporar otros elementos metodológicos. 

La tercera diferencia se traduce en el acceso a los recursos de diseño y desarrollo de capacitaciones, debido a que las estructuras organizacionales, presupuestos y personal asignado difieren en cada una de las unidades, lo que marcará notablemente las condiciones en las que se podrá implementar este enfoque.

Es importante en este sentido retomar que el enfoque pedagógico que se propone  busca conglomerar los diferentes métodos de enseñanza, junto a sus distintas estrategias y técnicas, en la búsqueda de una capacitación acorde con las necesidades que se evidencien en la Administración de Justicia. Sin embargo, de acuerdo con las condiciones de cada Unidad de Capacitación, las diferencias descritas podrían requerir la aplicación de otros elementos metodológicos. 

Por lo tanto, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación tendrán como prioritario el enfoque por competencias, aunado al método constructivista, en el diseño y la implementación de los procesos de formación, capacitación e investigación que llevan a cabo. 
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SE ACUERDA: Aprobar el anterior “Enfoque pedagógico de la Escuela Judicial  y de  las Unidades de Capacitación”. Comuníquese para su conocimiento.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO III

En atención a lo dispuesto en la sesión anterior acta nº 03-2011 del 20 de julio, artículo II, en donde se dispuso los siguiente: 

“SE ACUERDA: Aprobar los artículos del “1 al 7” del "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL".  Asimismo, se designa al Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela, para que a partir del artículo 8, revise el proyecto e incorpore los cambios necesarios para adecuarse al esquema simplificado anterior. Deberá remitir una nueva versión a las Unidades de Capacitación, para su conocimiento y observaciones ante la Escuela Judicial, para la aprobación definitiva del Consejo Directivo en su próxima sesión”.  

Se sometió nuevamente a la consideración de este Consejo, la nueva versión del "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL"., cuya presentación estuvo a cargo del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela Judicial.

-0-

La Licda. Olga Fallas Ulloa, Supervisora de Capacitación de la Defensa Pública y la M.Sc. Mayela Pérez Delgado, de la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, en oficio del 28 de julio del 2011, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:Reciban un cordial saludo. Es de interés para quienes suscriben este memorial, señalar que mantenemos la postura exteriorizada en la reunión llevada a cabo el día miércoles 20 de julio del 2011 en la sala de reuniones de la Escuela Judicial en San Joaquín de Flores en cuanto a que se considera que el Reglamento Sancionatorio Académico propuesto por la Escuela Judicial no representa un instrumento necesario pero además, en virtud de que somos conscientes de que por responsabilidad debemos hacerlo, procedemos ahora a exponer las siguientes observaciones en torno a él:

1) El día martes 7 de junio del 2011, durante la primera audiencia y en el noveno piso del edificio de la Defensa Pública, representantes del Departamento de Gestión Humana, de la Defensa Pública y del Ministerio Público, convenimos en coincidir con el señor Gustavo Céspedes, de la Escuela Judicial, con quien mantuvimos una reunión en la que, los representantes de las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública y del Ministerio Público, expusimos detalladamente las bases sobre las cuales se cimentaba el argumento de que el Reglamento Sancionatorio Académico propuesto por la Escuela Judicial era innecesario en el contexto de nuestras instituciones. El señor Céspedes indicó en aquella oportunidad que se llevaría las inquietudes planteadas y que las haría de conocimiento de las instancias correspondientes.

2) Los argumentos que permiten concluir que el Reglamento en cuestión no constituye un instrumento que sea verdaderamente útil para las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública pueden resumirse de la siguiente manera:

a. Las funciones que desempeñan la Escuela Judicial y las demás Unidades de Capacitación son distintas y la base de esa diferencia se encuentra en las condiciones que caracterizan a la población meta con la que se trabaja
. En este orden de ideas obsérvese por ejemplo que tanto la Defensa Pública como el Ministerio Público debemos trabajar en el ámbito penal, conociendo procesos de flagrancia, penalización de la violencia contra la mujer, ejecución de la pena, casación y revisión y penal juvenil. Además, la Defensa Pública conoce otros procesos como el agrario, el de pensiones alimentarias, el disciplinario y el de contravenciones; de manera que no pueden concentrar sus enfoques en un único sentido.

b. Las estipulaciones del Reglamento desnaturalizan la función de las Unidades de Capacitación en relación con la promoción de las actividades formativas y la motivación del personal para que ofrezcan cada día un mejor servicio público.

· A lo interno de la Defensa Pública se ha tratado el tema del Reglamento y a nivel general se ha inferido que se puede generar una desmotivación total en el personal, al que incluso podría parecerle mejor ni siquiera intentar capacitarse.

· Debe añadirse a lo anterior que para aquellas personas reacias a la capacitación, el someterse a un procedimiento como el establecido en el Reglamento para ser sancionados, podría más bien constituir un premio porque de esa forma evitarían cualquier capacitación durante un período que puede ser de hasta 2 años (a estas personas no se les podría aplicar un procedimiento disciplinario posterior porque se caería en una clara duplicidad de procedimientos y hasta se puede transgredir el principio de ne bis in idem).

· En el caso particular de las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública, se estima que el proceso administrativo sancionatorio académico que se pretende establecer, además de duplicar funciones (dado que ya se cuenta con la Inspección Fiscal y con la Unidad de Supervisión Disciplinaria respectivamente, que conocen de faltas cometidas por funcionarios y funcionarias de las instituciones), desnaturaliza las funciones para las cuales –por ley en el caso del Ministerio Público– fueron creadas ambas Unidades de Capacitación, a saber, capacitación, supervisión, reclutamiento y selección.  

c. En materia de capacitación, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación se encuentran en un régimen de descentralización, no en un uno de delegación. Como nota de interés en relación con este tema, debe hacerse la aclaración de que la delegación solo se puede hacer a través de una norma expresa que así lo determine, no por vía reglamentaria. En el caso en particular, al no existir una norma expresa que formalice una delegación de la Escuela Judicial hacia las Unidades de Capacitación, entonces no es posible que tal situación se lleve a cabo por otros medios (para mayor abundamiento ver el artículo 89 de la Ley General de la Administración Pública) tal como lo establece el artículo 10 del Reglamento.


· De acuerdo con el artículo 27 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el Director de la Escuela Judicial es el obligado a fungir como órgano director. La competencia es expresa y consecuentemente no se puede delegar (salvo que existiese una norma legal que así lo definiera expresamente [principio de reserva de ley]).

· Al no haber delegación por norma expresa no puede haber relación jerárquica entre la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. La Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 150 establece que la Defensa Pública es independiente desde el punto de vista funcional (técnico profesional) y que únicamente hay dependencia del Consejo Superior en materia administrativa (como por ejemplo la presupuestaria). 

· En igual sentido, el artículo tercero de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establece que:  “el Ministerio Público tendrá completa independencia funcional en el ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias y, en consecuencia, no podrá ser impelido ni coartado por ninguna otra autoridad, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia”.

d.  La Ley General de la Administración Pública tiene aplicación en la situación de conocimiento en virtud de que –independientemente de que se trate de un régimen disciplinario o de uno académico– todos los actos que se llevan a cabo en este contexto sería de índole administrativo y consecuentemente las sanciones que puedan imponerse, más que disciplinarias o académicas, son administrativas.

e. De acuerdo con lo conversado, al implementarse el procedimiento establecido por el Reglamento, la investigación preliminar no puede ser resorte de las Unidades de Capacitación porque la aludida investigación solamente procede cuando no se encuentra individualizada la persona acusada y/o la falta que supuestamente cometió. Si se llegara a anticipar que las Unidades de Capacitación deben realizar algún trámite, éste lo más que podría implicar sería el atinente a la individualización del sujeto y de la falta (en la medida de sus posibilidades), y a partir de este momento le correspondería a la Escuela Judicial el resto de la tramitación (traslado de cargos, recepción de pruebas, realización de audiencias y resoluciones finales).

f. Las faltas que se incluyen en el Reglamento propuesto ya están legalmente definidas por el artículo 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, de modo que tratándose de materia sancionatoria, no se puede pretender extender esas faltas a través de una norma que no sea propiamente una ley (no es posible establecer una nueva tipología de sanciones que excede las ya definidas en la ley)
.

· Es menester expresar que incluso en el artículo 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial se contempla la retención del salario como estudiante para la persona castigada, situación que a nuestro criterio comporta evidentemente una afectación hacia la relación laboral.

· Las faltas y las sanciones que se contemplan en la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 191 a 193) y en el Reglamento en cuestión son  similares; a modo de ejemplo, véase que en el artículo 5 inciso d) del reglamento propuesto se establece como “falta gravísima” el falsificar firmas o documentos propios de la Escuela Judicial o de las Unidades de Capacitación, en este caso, estaríamos en presencia de un delito doloso, aspecto que está tipificado, contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, específicamente en el artículo 191 inciso 7). Así las cosas, consideramos –con todo respeto– que la escisión entre lo disciplinario y lo académico (sancionatorio) que se ha querido hacer ver, no existe en este caso.

g. Como se mencionó de forma somera anteriormente, las actividades de capacitación no están más allá de la relación laboral, de hecho, las personas que asisten a las distintas actividades formativas lo hacen solo si cuentan con el respectivo permiso (goce de salario, en ocasiones hasta con pago de viáticos) de su superior, es decir, persiste esa relación de trabajo, de manera que si un funcionario o funcionaria incumple con su deber de asistencia a las capacitaciones (se ausenta injustificadamente), “copia” o realiza fraude con tareas, trabajos o exámenes, el asunto deberá ser conocido por las instancias disciplinarios que al efecto tienen las instituciones (Inspección Judicial, Inspección Fiscal, Unidad de Supervisión Disciplinaria de la Defensa Pública). Para mayor abundamiento se remite a los artículos 174 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 28 de la Ley Orgánica del Ministerio Público
.

h. Si la Escuela Judicial ha tenido problemas en materia sancionatoria –como se comentó en la reunión del Consejo Directivo–  no debería –en tesis de principio– intentar resolver el dilema a través de un remedio de aplicación general que más bien crearía una erogación de gastos muy elevada e innecesaria, además de que podría afectar el trabajo que se está llevando a cabo en las otras Unidades de Capacitación, instancias que coordinan muy bien internamente esta clase de faltas con las instancias correspondientes creadas por ley. 

i. Con la excepción de la Escuela Judicial (que cuenta con  muchos recursos materiales y humanos), las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública, no están equipadas con los medios ni con las personas suficientes para poder dar una respuesta a lo que parece proyectar el Reglamento en cuanto a la grabación y documentación de las audiencias y a los otros detalles “tramitológicos”. Esta situación se expuso claramente en la reunión del día 20 de julio y para los efectos correspondientes se concluyó que solo la Escuela Judicial podría asumir estos retos. Con base en lo anteriormente señalado, se aprovecha para solicitar ante la Escuela Judicial que estas observaciones puedan quedar plasmadas en el acta respectiva por cuanto si en algún momento se endilgara alguna responsabilidad a dichas unidades, desde ya se hace ver la imposibilidad real y material de cumplir con este cometido.

j. Desde el punto de vista de las Unidades de Capacitación de la Defensa Pública y del Ministerio Público, la aplicación del Reglamento podría presentar objeciones importantes en materia de control interno y con las políticas de restricción presupuestaria aprobadas por el Consejo Superior; con base en esta afirmación, no estaría de más que se valorara la pertinencia de que el Consejo Directivo le solicitase el criterio a los Departamentos de Auditoría y de Control Interno sobre si el reglamento en cuestión podría, o no, rozar alguna de las normas relacionadas con este tema.

k. Ciertamente no se hace una mención expresa en el Reglamento, pero para evitar posibles interpretaciones que al respecto puedan hacerse del artículo 11 de este cuerpo normativo, es necesario recalcar que la Unidad de Defensa Disciplinaria de la Defensa Pública no podría tener ningún tipo de participación en los procesos sancionatorios académicos que se contemplan, porque el numeral 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece claramente que la Defensa Pública solo puede intervenir en asuntos disciplinarios en los que a funcionarios y funcionarias se les acuse por posibles faltas relacionadas con sus funciones y si se parte de la premisa de que las sanciones que promueve la Escuela Judicial serían meramente académicas y no disciplinarias, entonces no se podrían asignar defensoras o defensoras a las personas procesadas por este tipo de faltas. 

l. Ahora bien, a pesar de nuestra oposición a dicho proyecto (negativa que obedece a criterios económicos, técnicos y de legalidad, todos esbozados en este documento), es importante mencionar que cuando se ponga en marcha lo establecido en el Reglamento, la Escuela Judicial debería ofrecer una inducción para todas las personas que vayan a participar como docentes a efectos de explicar los alcances que esta norma tendría (aunque no se puede desconocer que tal cosa es difícil, máxime considerando que muchas de estas personas podrían no pertenecer al Poder Judicial).

· Los parámetros establecidos en el Reglamento podrían implicar una desmotivación para que diferentes personas puedan acceder a participar como docentes en procesos educativos de las Unidades de Capacitación, especialmente porque muchos de ellos ofrecen su tiempo y no cobran absolutamente nada. ¿Cómo se les pueden endosar estas responsabilidades a docentes externos al Poder Judicial?

m. Una contradicción trascendente es que en materia de sanciones administrativas no procede la conciliación y aún así el Reglamento que propone la Escuela Judicial lo contempla.

· En relación con el articulado sobre conciliación que se ha adjuntado al Reglamento para que sea de consideración por el Consejo Directivo, es menester señalar que existe una contradicción cuando en el último artículo (que no está numerado) se indica expresamente: “Artículo….- Finalización del régimen disciplinario por conciliación. El acuerdo conciliatorio cumplido da por finalizado el procedimiento sancionatorio académico…” (el resaltado no es del original). Surge la interrogante de si se trata de un procedimiento disciplinario o uno académico, situación que demuestra que no se tiene una clara definición de qué es lo que se pretende con el Reglamento.

n. La Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 182 y siguientes) señala que las únicas instancias encargadas de la tramitación de causas disciplinarias son la Inspección Judicial y las Unidades Disciplinarias de cada instancia, además, como ya se indicó anteriormente, existe un paralelismo entre las faltas disciplinarias y las académicas, de modo que se muestra preocupación por las posibles consecuencias que tal cuestión podría acarrear. 

· La Ley Orgánica del Ministerio Público, en el artículo 28, establece que los funcionarios y funcionarias de la institución están sometidos al régimen disciplinario y laboral establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, de manera que se estima procedente que las faltas académicas y sus sanciones sean revisadas en la misma vía.

o. Somos conocedores de los grandes esfuerzos y trabajo que esa institución tiene a su cargo, sin embargo es trascendental conocer la información con la antelación del caso y poderla poner en conocimiento de nuestros superiores; en virtud de ello, se solicita encarecidamente que para futuras ocasiones se remita la información respecto al Reglamento con suficiente antelación y que la subsiguiente reunión del Consejo Directivo sea fijada con un mínimo de 10 días.

p. El Reglamento involucra una contradicción lógica con el discurso que promueve el Poder Judicial, ya que por un lado se argumenta que la capacitación es obligatoria e indispensable para el mejoramiento del servicio público y que debe promoverse que todos los funcionarios y funcionarias accedan a ella, pero por otro pretende sancionarse a las personas con la imposibilidad de que se capaciten por períodos que comprenden un mínimo de un mes y un máximo de dos años (según el artículo 7 del Reglamento), situación por la que al final de cuentas quien saldría principalmente perjudicado sería la persona usuaria de los servicios que ofrece la institución por no poder ser asistida por un servidor o una servidora debidamente formada técnica y humanamente bajo los parámetros de acción y los valores del Poder Judicial. 

Así las cosas, una vez expuesta de forma detallada la postura de quienes suscriben este documento, en representación de las Unidades de Capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública, se reitera el voto negativo al Reglamento Sancionatorio Académico propuesto por la Escuela Judicial, pero en virtud de que el mismo fue aprobado por mayoría en el seno de Consejo Directivo se exteriorizan por escrito las observaciones para que las mismas queden constando desde este momento y sean valoradas en el contexto en el que sea correspondiente.

No se omite informar que para la elaboración de este memorial se contó con la participación del señor Sergio González León, Supervisor Disciplinario de la Defensa Pública, quien tiene amplísima experiencia en procedimientos disciplinarios y administrativos en general y que también asistió a la reunión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Se agradece la atención y nos despedimos con muestra de toda nuestra consideración.
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En correo electrónico del 26 de agosto del 2011, el Lic. Francisco Segura Montero, Sub Director General del Organismo de Invesgitigación Judicial, indica lo siguiente: “Adjunto observaciones insertas en el documento adjunto, destacadas en color morado”.

       REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.(SE USAN CONCEPTOS INDETERMINADOS QUE POSTERIORMENTE SERÁN DIFÍCILES DE SOLVENTAR EN PROCESOS ADMINISTRATIVOS)

b) Ausentarse injustificadamente de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, A la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. El Consejo Directivo podrá determinar las actividades académicas en las cuales no aplicará el presente inciso.(SE SUGIERE NO REALIZAR EXCEPCIONES QUE PUEDAN IMPLICAR TRATOS DIFERENCIADOS)

b) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior; A la actividad académica en la que haya sido incluido de oficio.

c) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial(SE SUGIERE ESPECIFICAR DONDE SE REGULAN EJM. CÓDIGO DE ÉTICA O.I.J. U OTROS),  durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa  organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

d) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar (SE SUGIERE QUE EL IRRESPETO SEA FALTA LEVE, DE HECHO ASÍ SE CONTEMPLA EN LAS FALTAS DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL), insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, EXPOSICIONES, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o  de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos correspondientes, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses, con excepción de la conducta descrita en el inciso a) de artículo 4 de este reglamento, la cual será sancionada con suspensión de un mes a dos años de exclusión de las actividades académicas de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación. POR EL TIPO DE FALTAS QUE SE CONTEMPLAN COMO GRAVES PARACE PROCEDENTE QUE TAMBIÉN SE PIERDA LA ACTIVIDAD ACADÉMICA QUE SE ENCUENTRE CURSANDO

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

En todos los casos, una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos correspondientes, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

SE CONSIDERA INCONVENIENTE QUE LAS FALTAS GRAVES PUEDAN SER SANCIONADAS IGUAL QUE LAS LEVES, A PESAR DE QUE ESTO SE PERMITE EN EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO DEL PODER JUDICIAL.

SE SUGIERE EVALUAR SI NO SERÍA MEJOR QUE EL RÉGIEN DISCIPLINARIO SEA TAMBIÉN TRAMITADO POR LA ESCUELA JUDICIAL (POR EL DIRECTOR COMO JEFE DE OFICINA EN EL MOMENTO DE LA CAPACITACIÓN), YA QUE SI BIEN UNA PERSONA PUEDE SER SANCIONADA EN MÁS DE UNA VÍA A LA VEZ, EN ESTE CASO AMBAS VIAS SERÍAN VIAS ADMINISTRATIVAS (ESTO SE TOMÓ EN CUENTA PARA POR EJEMPLO LOS PROCESOS DE CESE DE NOMBRAMIENTOS INTERINOS)

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura DE las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan alguna falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. ACTO INICIAL

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se realizada al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos en el plazo de cinco días hábiles.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

En la audiencia oral, en presencia de la persona investigada, se informará de viva voz al órgano director, de los hechos que se investigan.

Posteriormente, en caso de ser procedente(DONDE SE ESTIPULA CUÁNDO ES PROCEDENTE), se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Caso no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada.

Artículo 13. ACTO Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar el acto final de manera oral ¿???? SE DESCONCOCE EL SUSTENTO NORMATIVO PARA APLICAR LA ORALIDAD DE ESTE MANERA EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO (PRINCIPIO DE LEGALIDAD)en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás personas citadas, no se presenta a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que obren en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades material, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita. LA LEY GENEAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA NO LO CONTEMPLA ASÍ

De los recursos

Artículo 16. Recurso DE Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. Este último órgano resolverá dicho recurso. 

 -0-

Se dió una amplia discusión del articulado propuesto de dicho Reglamento y se ajustó la redacción, tal  como se describe a continuación: 

REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL

Artículo 1. Objetivo y fines

Con base en lo que disponen los artículos 27 y 28 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial, el presente reglamento regula la relación de orden sancionatorio de corte académico existente entre las personas participantes y la Escuela Judicial. Su finalidad es investigar la posible comisión de faltas académicas e imposición de sanciones, sin perjuicio de los procedimientos disciplinarios, penales o de otra naturaleza que eventualmente podrían originarse con fundamento en las mismas actuaciones.

De las faltas

Artículo 2. Tipos de Faltas

Las faltas académicas en que incurran las personas participantes a las actividades de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, se clasificarán en: leves, graves y muy graves.

Artículo 3. Faltas Leves

Se consideran faltas académicas leves:

a) Perturbar la tranquilidad o el normal desarrollo de las actividades académicas o de las pruebas evaluativas.

b) Ausentarse injustificadamente y de manera temporal de una actividad académica o prueba evaluativa, una vez iniciada la misma.

c) Desobedecer las directrices de uso y aseo de las aulas e instalaciones que utilice la Escuela Judicial o las unidades de capacitación.

Artículo 4. Faltas Graves

Se consideran faltas académicas graves:

a) Abandonar definitivamente, o no presentarse desde su inicio, sin justificación válida, ni autorización de la Dirección de la Escuela Judicial, jefatura de la unidad de capacitación correspondiente o Consejo Superior, la actividad académica en la que haya sido aprobada su participación por el órgano correspondiente. 

b) Utilizar los recursos materiales o tecnológicos de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación para fines ajenos a los académicos o de investigación.

Artículo 5. Faltas Gravísimas

Se consideran faltas académicas gravísimas:

a) Presentarse a la realización de una actividad académica o prueba evaluativa bajo los efectos de drogas no autorizadas, estupefacientes o bebidas alcohólicas.

b) Agredir, irrespetar gravemente, insultar o amenazar de palabra o de hecho a una persona participante, docente o funcionaria de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación en relación con una actividad académica.

c) Cometer o facilitar la comisión de fraude en pruebas de evaluación, presentación de tareas e informes de investigación en actividades académicas de la Escuela Judicial o de las unidades de capacitación, en beneficio propio o de otras personas participantes. 

d) Utilizar algún método fraudulento con el objeto de alterar una calificación o  de cualquier otra forma, obtener un beneficio académico ilegitimo.

e) Sustraer fórmulas o cuestionarios de exámenes, así como notas o calificaciones.

f) Observar una conducta contraria a las disposiciones éticas establecidas por el Poder Judicial,  durante la realización de una actividad académica o prueba evaluativa  organizada por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

De las sanciones

Artículo 6. Naturaleza de la Sanción

La imposición de una sanción académica no afecta la relación estatutaria de la persona sancionada con el Poder Judicial, sin perjuicio de que pueda ser comunicada a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda.

Artículo 7. Tipos de sanciones

Las faltas serán sancionadas según la gravedad del hecho con las siguientes medidas:

a) Las faltas leves con advertencia verbal o amonestación escrita. 

b) Las faltas graves con una sanción que consista en la amonestación escrita o exclusión temporal de las actividades de la Escuela Judicial o Unidades de Capacitación de uno a seis meses. En este último caso la sanción implicará la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

c) Las faltas gravísimas se sancionarán con exclusión temporal de las actividades académicas de la Escuela o de las unidades de capacitación de seis meses a dos años, y la pérdida de las actividades académicas que estuviere cursando al momento de comisión de los hechos sancionados.

Cuando proceda una copia de la resolución final quedará en el expediente de la actividad y otra se remitirá a los órganos disciplinarios y administrativos, para lo que corresponda. La aplicación de las suspensiones previstas en este artículo, no impedirán a la autoridad competente convocar de oficio a la persona sancionada en caso de necesidad institucional.

Del procedimiento

Artículo 8. Interposición de denuncias

La persona a cargo de la coordinación y supervisión de las actividades de capacitación, mediante informe escrito y debidamente sustanciado, hará traslado a su jefatura, las situaciones que sean de su conocimiento, que a su criterio constituyan una probable falta de las contenidas en este reglamento. Dicho informe deberá contener una descripción de los hechos y referencia de las probanzas que los respalden.

La respectiva jefatura, de considerarlo procedente, remitirá dicho informe al Director o Directora de la Escuela Judicial. 

En caso de considerar que el informe no reúne los elementos necesarios para la realización de la audiencia, devolverá, por única vez, dicho informe a quien lo remite para que realice los ajustes requeridos.

Artículo 9: Del procedimiento

La investigación de la comisión de las faltas aquí descritas, se realizará mediante el procedimiento ordinario establecido en el presente reglamento. 

Artículo 10. Órgano Director del Procedimiento

El órgano director del procedimiento de investigación estará constituido por el Director o Directora de la Escuela Judicial, quien podrá delegar dicha función en la persona subdirectora de la Escuela Judicial, según lo establecido en la Ley General de la Administración Pública

Artículo 11. ACTO INICIAL

Corresponderá al Órgano Director, una vez que ha tenido conocimiento de la existencia de una denuncia, dictar el acto inicial, en el que señalará fecha y hora para la realización de la audiencia oral. Dicha audiencia se efectuará al menos diez días hábiles después de la comunicación del acto inicial.

En el acto se le indicará a la persona investigada, el carácter y fines del procedimiento, la falta que se le atribuye y su sustento normativo, los elementos probatorios de cargo y la oportunidad de ofrecer toda la prueba y plantear los argumentos pertinentes, antes o en el momento de la comparecencia oral, así como la posibilidad de hacerse representar y asesorar por un abogado o abogada y acceder libremente al expediente. En este auto se ordenará la comparecencia de las personas que así se requieran.

Se le apercibirá de la necesidad de señalar medio electrónico para recibir las comunicaciones correspondientes en el término de tres días hábiles a partir de la recepción de la comunicación que inicia el procedimiento. Caso contrario se tendrán por notificadas las resoluciones veinticuatro horas después de su emisión.

Artículo 12. Audiencia Oral

La comparecencia oral se desarrollará, preferiblemente, en un solo acto; no obstante, si su complejidad lo requiere, podrá realizarse en diferentes momentos, siempre y cuando dichos actos no se distancien más de 3 días hábiles uno de otro.

El desarrollo de la audiencia obedecerá a los principios de intimación, inmediación, contradictorio y concentración, en estricto apego al debido proceso.

Una vez iniciada la diligencia, en caso de ser procedente, se llevará a cabo una audiencia de conciliación, que se regirá por las reglas de procedimiento que apruebe el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en estricto apego a la ley y a las normas y políticas institucionales del Poder Judicial.

Cuando no se llegue a una conciliación, se procederá a recibir o incorporar toda la prueba testimonial, pericial, confesional, documental y material. Primeramente se procederá con la prueba de cargo, y posteriormente con la de descargo.

Finalmente se escuchará a la persona investigada y a su abogado o abogada, si lo tuviere.

En el caso de los informes o denuncias escritas, se procurará recibir la información de manera verbal. En caso de imposibilidad se procederá a incorporar los referidos elementos documentales en audiencia.

Sin embargo, podrán realizarse antes de la audiencia las diligencias probatorias que se estimen pertinentes, siempre y cuando su ejecución sea comunicada con tres días de antelación al afectado, quien tendrá derecho a hacerse presente con su abogado o abogada.

Artículo 13. ACTO Final

Terminada la comparecencia el órgano director del procedimiento deberá mediante acto fundado, dictar el acto final de manera oral en la misma audiencia. En los casos que, por su complejidad, a criterio del órgano director del procedimiento, deba realizarse un mayor análisis de los elementos probatorios, contará con el plazo de tres días hábiles. En estos casos, fijará hora y fecha para el dictado de la resolución.

Las partes podrán solicitar al órgano director el dictado de una resolución escrita, quien resolverá en el acto acerca de dicha solicitud. Esta resolución no tendrá recurso alguno.

Artículo 14. Incomparecencia

Si la persona investigada, o alguna de las demás citadas, no se presentan a la audiencia sin ofrecer una justificación válida, el órgano director analizará las pruebas que consten en autos y dictará la resolución correspondiente.

Artículo 15. Documentación de la audiencia.

La audiencia se documentará mediante la grabación de vídeo. En aquellos casos donde no resulte factible, se realizará mediante grabación únicamente de audio. Solamente en casos excepcionales, debido a imposibilidades materiales, la documentación de la audiencia se realizará por medio de un acta escrita.

El dictado oral y fundamentado de la resolución final, debidamente documentada, sustituye en todos sus efectos la necesidad de una resolución escrita.

De los recursos

Artículo 16. Recurso DE Apelación

En la comunicación oral o escrita de la resolución final a la persona investigada, se le indicará el derecho de recurrir contra esa disposición mediante el recurso ordinario de apelación, en el plazo de tres días hábiles contado a partir de la comunicación del acto final. El recurso deberá ser debidamente sustentado y ofrecer la prueba respectiva en caso de ser necesario.

Artículo 17. Resolución de recursos

El recurso de apelación se interpondrá ante el órgano director del procedimiento, quien deberá remitirlo al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, junto con la documentación correspondiente. Este último órgano resolverá dicho recurso en el plazo de 30 días naturales.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 18. Duración del Procedimiento

El procedimiento de investigación de faltas académicas deberá concluirse por resolución firme en el plazo ordenatorio de los 90 días hábiles posteriores a su iniciación.

-0-

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de cuatro votos, se acordó: Se aprueba e REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL Así votaron la Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, el Dr. Marvin Carvajal Pérez, el Lic. Luis Fdo. Salazar Alvarado y el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, el Lic. Rodolfo Fernández Castillo, en representación del Organismo de Investigación Judicial. Votaron en contra la M.Sc. Mayela Pérez Delgado, representante del Ministerio Público y el Lic. Juan Carlos Jiménez Morales, representante de la Defensa Pública, tal y como se manifestó en el anterior acta nº 03-2011 del 20 de julio, artículo I.

-0-

SE ACUERDA: Aprobar el anterior "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL". Comuníquese a la Corte Plena para su conocimiento.  ACUERDO FIRME. 

-0-

ARTÍCULO IV

En cuanto al siguiente articulado propuesto para la Conciliación, "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL":

Artículo…: Aplicación del proceso conciliatorio. El proceso conciliatorio como medio alternativo para la resolución de controversias es aplicable en los hechos objeto del régimen sancionatorio académico. En estos supuestos las personas involucradas podrán solicitar, libremente, ante la Dirección de la Escuela Judicial la aplicación de la conciliación. Asimismo, tales personas podrán ser convocadas oficiosamente por la Dirección de la Escuela Judicial cuando proceda la aplicación del citado mecanismo.

Artículo----: Órgano competente. La Dirección de la Escuela Judicial designará como órgano competente para intervenir como tercero parcial en la conducción del proceso conciliatorio a quien por turno corresponda entre el grupo de personas conciliadoras certificadas con que cuenta la Escuela Judicial.

Artículo ----: Personas intervinientes. En el procedimiento conciliatorio podrán participar la persona que solicita la apertura del proceso sancionatorio académico y la persona denunciada, quienes podrán conciliar también respecto de pretensiones patrimoniales relacionadas con los hechos objeto del mismo. 

Artículo ---:Criterios de admisibilidad y conciliabilidad. Los casos sometidos a conciliación deberán cumplir con los requisitos de admisibilidad y conciliabilidad. Los criterios de admisibilidad se refieren a los presupuestos jurídico-procesales para que un proceso sancionatorio académico sea susceptible de conciliación y los criterios de conciliabilidad están referidos a la necesaria voluntariedad de las partes para participar en el proceso; la ausencia de violencia o agresión y la ausencia de desbalances graves de poder. 

Artículo---: Principios de la conciliación. El órgano competente del proceso conciliatorio deberá velar por el cumplimiento de cada uno de los principios que rigen este instituto.

Los principios son los siguientes:

Libertad: Establece la necesidad de confirmar la voluntariedad de las partes para participar en la conciliación o para retirarse en el momento en que lo consideren de su conveniencia sin que esto les genere perjuicio alguno.

Confidencialidad: Obligación de mantener privacidad sobre las actuaciones de las partes durante el acto conciliatorio, las declaraciones verbales y los registros documentales.

Información: Obligación de quien concilia de explicar a las partes todo lo relacionado con el procedimiento de conciliación, sus ventajas, sus alcances y  las consecuencias del acuerdo conciliatorio.

Participación: Quien concilia tiene  el deber de depositar en las partes el contenido del acuerdo sin tener la posibilidad de sugerir posibilidades de solución limitando su actuación a la facilitación de la comunicación entre las partes para que a partir del diálogo, puedan construir una solución al conflicto.

Contextualidad: Todo lo que las partes pacten dentro del proceso de conciliación.

No violencia: No se someterán a conciliación aquellas causas en las que haya mediado violencia entre las partes. En este sentido se debe garantizar que las partes deben participar en la conciliación con pleno goce de sus facultades para negociar entre ellas en un plano de equidad.

Artículo ---: Marco ético. La conciliación debe realizarse atendiendo a los deberes éticos que exige el procedimiento de acuerdo con lo establecido en el artículo 13 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos y  Promoción de la Paz Social. 

Artículo ----: Procedimiento de conciliación. El procedimiento de conciliación debe responder a criterios técnicos que permitan desarrollar un proceso de negociación asistida entre las partes. Para su implementación se deben cumplir al menos las siguientes etapas: 

Filtro: Se realizará una reunión previa con cada una de las partes para conocer su punto de vista sobre el conflicto, para valorar si el caso es conciliable y para prepararlas para la sesión conjunta.

Introducción: explicación a las partes sobre el objetivo de la conciliación, sus ventajas y los alcances del acuerdo. Se establecen las reglas del proceso, se explica el rol de la persona que va a conciliar así como el rol de cada una de las partes. Debe hacerse referencia a los deberes de imparcialidad y confidencialidad por parte de quien concilia.

Planteamiento de hechos y delimitación del conflicto: Se escucha el punto de vista de cada una de las partes. Se procederá a escuchar primero a una de las partes y luego a la otra. Al finalizar el relato de cada parte, se debe hacer un resumen de los puntos a discutirse dentro de la audiencia de conciliación que serán considerados como los ejes del conflicto.

Creación de opciones: se retomará cada uno de los ejes del conflicto y se les solicitará a las partes que mediante la técnica de lluvia de ideas, mencionen las posibles soluciones que consideren factibles de aplicar sobre cada eje en particular.

Negociación y toma de decisiones: Una vez finalizada la lluvia de ideas, se invitará a las partes a seleccionar aquellas soluciones que consideren que pueden resolver la controversia y se les invitará a que por medio del diálogo, traten de negociar aquella solución que responde a sus intereses.

Redacción del acuerdo: Se consignarán en un acta de manera específica, cada uno de los acuerdos que resuelven la controversia. El acuerdo conciliatorio debe cumplir con todos los requisitos de formalidad y legalidad que establece el artículo 12 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos y  Promoción de la Paz Social.

Artículo ---: Cantidad de audiencias. Puede desarrollarse una o varias sesiones de conciliación, según lo requiera la causa que se está tramitando.

Artículo---: Sobre la no concurrencia a la conciliación. Si las partes no concurren a la conciliación, se dará por terminada la audiencia y la causa continuará su trámite ordinario, excepto que las partes justifiquen debidamente su inasistencia dentro de los 3 días hábiles posteriores a la fecha señalada para la realización de la audiencia conciliatoria. 

Artículo---.-  Formas de terminación de la audiencia de conciliación.-  El proceso de conciliación terminará por las siguientes razones:

Por la firma de un acuerdo conciliatorio

Por la no comparecencia de las partes a las audiencias.

Por la manifestación de  alguna de las partes de no querer continuar con el proceso de conciliación.

Por la constancia del/la conciliador/a judicial que indique que el caso no es conciliable.

Artículo---.-  Suspensión de la prescripción.-  La suspensión de la prescripción de la acción para investigar las faltas académicas se mantendrá a partir de la solicitud de aplicación del procedimiento conciliatorio, o bien, cuando habiendo sido oficiosamente convocadas, las partes expresen su interés en que se aplique dicho mecanismo y hasta que se dé por terminada la audiencia de conciliación en los supuestos b), c) y d) del artículo anterior. Igual efecto se producirá durante el lapso que sea requerido para que el acuerdo conciliatorio sea cumplido.

Artículo….- Finalización del régimen disciplinario por conciliación. El acuerdo conciliatorio cumplido da por finalizado el procedimiento sancionatorio académico, salvo que dicho acuerdo hubiere sido parcial, en cuyo caso el proceso disciplinario continuará su curso respecto de los hechos no conciliados. Contra la finalización del procedimiento sancionatorio por conciliación no cabe recurso alguno.
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En correo electrónico del 26 de agosto del 2011, el Lic. Francisco Segura Montero, Sub Director General del Organismo de Invesgitigación Judicial, indica lo siguiente: “Adjunto observaciones insertas en el documento adjunto, destacadas en color morado”.

Sobre la conciliación

Artículo…: Aplicación del proceso conciliatorio. El proceso conciliatorio como medio alternativo para la resolución de controversias es aplicable en los hechos objeto del régimen sancionatorio académico. En estos supuestos las personas involucradas podrán solicitar, libremente, ante la Dirección de la Escuela Judicial la aplicación de la conciliación. Asimismo, tales personas podrán ser convocadas oficiosamente por la Dirección de la Escuela Judicial cuando proceda la aplicación del citado mecanismo (DÓNDE SE ESTIPULA CUANDO PROCEDE ESTE PROCESO, SERÁ EN LA LEY DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS, SI ES ASÍ CABRIA INDICARLO).

Artículo----: Órgano competente. La Dirección de la Escuela Judicial designará como órgano competente para intervenir como tercero parcial en la conducción del proceso conciliatorio a quien por turno corresponda entre el grupo de personas conciliadoras certificadas con que cuenta la Escuela Judicial.

Artículo ----: Personas intervinientes. En el procedimiento conciliatorio podrán participar la persona que solicita la apertura del proceso sancionatorio académico y la persona denunciada, quienes podrán conciliar también respecto de pretensiones patrimoniales relacionadas con los hechos objeto del mismo (NO SE CONSIDERA NECESARIO YA QUE SE TRATA DE FALTAS DE TIPO ACADÁMICAS, -¿CÓMO CONCILIAR CON RESPECTO A HABER COPIADO O SUSTRAER UN EXÁMEN?- ASÍ COMO POR LA ÍNDOLE RESTRIGIDAS DE LAS SACIONES A APLICAR, ESTO NI SIQUIERA SE CONTEMPLA EN EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO, CON MUCHO MENOS RAZÓN SE CONSIDERA OPORTUNO Y CONVENIENTE EN ESTA MATERIA, ADEMÁS SI EXISTIERAN FALTAS CONTRA EL HONOR QUE LO PUEDIERAN AMERITAR, YA SERÍA PROPIO DE LA SEDE PENAL). 

Artículo ---:Criterios de admisibilidad y conciliabilidad. Los casos sometidos a conciliación deberán cumplir con los requisitos de admisibilidad y conciliabilidad. Los criterios de admisibilidad se refieren a los presupuestos jurídico-procesales para que un proceso sancionatorio académico sea susceptible de conciliación (DONDE SE ESPECIFICAN, SI ES EN LA LEY DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS CABRÍA DETALLARLO) y los criterios de conciliabilidad están referidos a la necesaria voluntariedad de las partes para participar en el proceso; la ausencia de violencia o agresión y la ausencia de desbalances graves de poder. 
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SE ACUERDA: Conocer este proyecto en una siguiente sesión del Consejo Directivo. Antes, el tema deberá discutido con las Unidades de Capacitación para la elaboración de una propuesta final. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO V

La Sra. Catalina Conejo prosecretaria general de la Secretaria de la Corte, en oficio n° 8016-11 del 14 de setiembre del 2011,  suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 73-11 celebrada el 25 de agosto del año en curso, que literalmente dice:

 

“ARTÍCULO XLII

 

Documento 8280 y 9058-11

 

Mediante circular Nº 65-2011 de 7 de junio del año en curso, publicada en el Boletín Judicial Nº 131 de 7 de julio de este año, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento a las Oficinas y Despacho Judiciales, el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión Nº 4-11 celebrada el 14 de febrero de este año, artículo XV, en que se dispuso comunicarles el Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores de Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica.-

 

El Integrante López Mc Adam, remite a conocimiento de este Consejo el correo electrónico de 17 de agosto en curso, de la máster Rosaura Chinchilla Calderón, Jueza del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José dirigido al máster Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, que literalmente dice: 

 

“… En atención a lo dispuesto en la circular 65-2011, punto segundo, que refiere: "2- Que la Escuela Judicial ofrezca anualmente, cursos de capacitación y sensibilización en todo el país en el campo Penal Juvenil dirigidos al personal de la Defensa Pública, el Ministerio Público, la Judicatura directamente vinculado con la atención de las personas menores de edad de edad víctimas o victimarios, en relación con las personas menores de edad tanto víctimas como victimarios, prioritariamente, pero no exclusivamente para jueces, sino también para defensores, fiscales, peritos, policías, conductores de reos, etc.;" con todo respeto, dada la cantidad de nulidades que se detectan en sede de casación penal juvenil (sección a la que pertenezco) por el desconocimiento que tienen los jueces de esta materia en temas de Teoría del Delito y Derecho Procesal Penal y Penal Juvenil, le ofrezco, gratuitamente, mis servicios para organizar un ciclo de capacitación en esta materia, que se realice en el auditorio del II Circuito Judicial. Yo podría contactar a diversas personas de este Tribunal y ajenas a la institución para que nos impartan diferentes charlas, las que yo también ofrezco dar, que son una necesidad sentida en esta materia.  Solo se requeriría que el Consejo Superior autorice el permiso para la asistencia a la actividad los viernes, todo el día o en la jornada de la tarde. Quedo a su disposición para lo que tenga a bien”

 

-        0 –

 

El doctor Marvin Carvajal Pérez, en su expresado carácter en correo electrónico de 18 de agosto en curso, dirigido a la máster Rosaura Chinchilla Calderón, manifestó lo siguiente:

 

“Le agradezco mucho por su preocupación y la valiosa ayuda que nos ofrece. Yo sin duda creo que debemos aceptar su propuesta, pero adaptándola a la forma de trabajo que ha venido desarrollando la Escuela Judicial últimamente. Por más altamente capacitadas que estén las personas docentes y mejor seleccionados los temas, no lograremos resultados concretos y palpables a menos que trabajemos en forma sistemática, a través de programas basados en una metodología adecuada. De ahí que la invito a se nos una en el desarrollo del Subprograma de Especialización en Penal Juvenil que la Escuela viene desarrollando a partir de un diagnóstico de necesidades de capacitación elaborado en convenio con el ILANUD. Sin duda, sus conocimientos y su experiencia, nos serán de gran ayuda. Puede no ser tan a corto plazo como en plan que nos menciona, pero sin duda, puede tener un impacto mucho mayor y más sostenido.

 

En el momento que usted estime conveniente, le podemos hacer una presentación acerca del estado en que se encuentra ese proyecto.”

 

– 0 –

 

Se acordó: 1) Tomar nota de la preocupación de la máster Rosaura Chinchilla Calderón sobre la necesidad urgente de capacitación de jueces y juezas que conocen la materia penal juvenil en temas de Teoría del Delito y Derecho Procesal Penal y Penal Juvenil y agradecer su disposición en colaborar para organizar un ciclo de formación en esta materia. 2) En razón de la posición del señor Director de la Escuela Judicial y que la Corte Plena dispuso que esa Escuela sea la rectora en capacitaciones, se solicita a la Escuela Judicial y a la máster Chinchilla Calderón unan esfuerzos a fin de atender prontamente ésta necesidad que éste Órgano estima de especial importancia.”
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Manifiesta el integrante Marvin Carvajal Pérez que ha recibido algunas comunicaciones de parte de doña Rosaura Chinchilla, en las que ella manifiesta que ya tiene organizadas las jornadas de Penal Juvenil; que incluso ya solicitó los permisos ante el Consejo Superior. Desde esa perspectiva, señala que a su juicio, la Escuela Judicial debe sostener la posición que tuvo al responder la primera comunicación de la señora Chichilla, en el sentido que no resulta procedente avalar esta actividad académica, considerando que esta no se enmarca dentro de los programas de la Escuela Judicial, no cuenta con un diseño curricular aprobado por la profesional respectiva y elaborado a partir de un enfoque por competencias profesionales. En síntesis, no se trata de una actividad de la Escuela Judicial, sino de una –aunque loable- iniciativa privada que ha sido desarrollada al margen de los programas y controles de calidad de la Escuela. Considera que, ante retos tan importantes que enfrenta una materia tan importante como esta, la respuesta debe ser sistemática y permanente. Señala, además, que la Comisión de Asuntos Penales ha mostrado su preocupación en relación con la organización de estas charlas. Recomienda que se niegue dar un aval formal a esta actividad y se invite a la señora Chinchilla a sumarse a los esfuerzos por desarrollar un programa de especialización en la materia Penal Juvenil.

La Presidenta del Consejo Directivo manifiesta la necesidad de evitar que se realicen esfuerzos aislados de capacitación, pues por Ley, la Escuela Judicial es el órgano rector de la capacitación en el Poder Judicial.

Se da un intercambio de opiniones acerca de este tema y se tomar un acuerdo unánime.
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Se acuerda: Comunicar al Consejo Superior del Poder Judicial que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial no da su aval a la actividad “Ciclo de charlas de actualización en materia Penal Juvenil”, así que se invita a quienes están organizando este evento a que se unan a los esfuerzos que actualmente desarrolla la Escuela Judicial por establecer un Programa de Especialización en esta materia. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI

El M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe  Departamento de Gestión Humana, en oficio N° 753-JP-2011 del 26 de julio del 2011,  suscrito a la Licenciada Marta Iris Muñoz Cascante, directora de la Defensa Pública con copia al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito transcribirle el artículo II  de la sesión del Consejo de Personal  N° 13-2011 celebrada el treinta de junio  pasado, el cual literalmente dice:

“La Licenciada Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública, mediante oficio N°364-DPUC-2011 manifestó lo siguiente:

“Reciban un cordial saludo. La Defensa Pública tiene gran interés en participar más activamente en el procedimiento para el otorgamiento de becas y en la obtención de efectos positivos a partir de los resultados que el aprovechamiento de las actividades académicas pueda generar en el servicio público. En virtud de ello, les solicitamos  de manera  respetuosa, que se valore la posibilidad de que los contratos que se firman con las personas que resultan favorecidas con este tipo de ayudas
 se particularicen para que quien sea electo o electa –y consecuentemente beneficiado o beneficiada– por desempeñarse como defensor o defensora pública, pueda poner sus conocimientos al servicio de la institución propiamente dicha por un período determinado de tiempo, minimizando así el riesgo del traslado inmediato de personal a otras instituciones dentro del Poder Judicial. 

La pretensión es que se pueda analizar  la posibilidad de que en aquellas cláusulas que incorporen leyendas como la que se transcribirá líneas abajo, se puedan agregar frases como las que se insertarán debidamente resaltadas y encerradas entre paréntesis) en el texto:

“El Beneficiario” dedicará toda su capacidad intelectual y física al estudio de la materia ya indicada, y se obligará no solo a obtener el título correspondiente dentro del lapso del permiso, sino también a seguir prestando sus servicios al Poder Judicial (y específicamente a la Defensa Pública) en la forma que lo disponen la Ley y el Reglamento respectivos; en el caso concreto, al ser la licencia con goce de sueldo completo, los prestará durante un tiempo de tres veces el de la licencia y en el mismo puesto en el que se encontraba al  momento en que se le concedió el permiso, salvo que por disposición de “La Corte” o del Consejo Superior (o de la Dirección de la Defensa Pública), por medio de los trámites legales, pase a servir otro cargo de acuerdo con los conocimientos adquiridos y las necesidades del servicio del Poder Judicial (y de la Defensa Pública).  Asimismo se obligará a impartir dichos conocimientos mediante cursos y conferencias en la Escuela Judicial (y en la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública) o en otros lugares que “La Corte” (o la Dirección de la Defensa Pública) disponga y a publicar en la Revista Judicial por lo menos un artículo por año, también durante la vigencia del contrato.  Del mismo modo, al concluir la beca, deberá elaborar un artículo sobre el aprendizaje obtenido, que será remitido a la (Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y a la) Escuela Judicial para que sea publicado en la revista de la Escuela Judicial. El control y programación de los cursos y conferencias corresponde a la Escuela Judicial (y a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública), pero será responsabilidad de “El Beneficiario” ofrecer sus servicios a disposición de ese órgano, lo cual deberá demostrar ante el Consejo de Personal.

Obsérvese que nuestro fin primordial es satisfacer el servicio público, aparte de que nuestra solicitud se sustenta en el hecho de que si a una persona se le escoge para la asignación de una beca debido a su condición inherente de defensora o de defensor público, no sería conveniente que esa persona en forma inmediata se traslade a trabajar a otros despachos; sino que justamente el objetivo  que se persigue es que todos esos conocimientos recibidos y los recursos gastados en sustituciones u otro tipo de erogaciones, se vean resarcidos directamente en la institución que le brindó la posibilidad de capacitarse y que efectivamente hizo todos los esfuerzos posibles para que dichos conocimientos adquiridos pudieran ser aplicados en la función propia de la Defensa  Pública. 

Debe adicionarse a lo señalado en el párrafo precedente que de manera general los contratos únicamente hacen referencia a la Escuela Judicial como órgano encargado de la programación y ejecución de actividades de capacitación, de modo que las remisiones de las personas beneficiarias solo se dirigen hacia ella, sin embargo; desde hace ya varios años las Unidades de Capacitación están también realizando estas funciones de formación y con base en ello, se les ha conferido la obligación de aprovechar todos estos insumos y enseñanzas para incluirlos en los planes de trabajo de la institución, con el objetivo de proyectar los mismos en el resto del personal y que se repercuta positivamente en el servicio público.

Ahora bien, las modificaciones aquí propuestas no pueden entenderse como las únicas posibles, sino que existirá una relación directa con cada caso en concreto, de manera que se aprovecha la oportunidad para solicitar de manera respetuosa que antes de que se designen personas que laboran en la Defensa Pública para la recepción de becas u otro tipo de ayudas económicas, se ponga en conocimiento a la Defensa Pública para lo que en oportunamente corresponda.”

El Reglamento de Becas y Permisos de estudios para el personal del Poder Judicial señala:

"Artículo 1.—De conformidad con los artículos 106 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 58 del Estatuto de Servicio Judicial, 12 de la Ley Nº 1810 del 14 de octubre de 1954, reformado por la ley Nº 3009 del 18 de julio de 1962, 8 de la Ley de Salarios del Poder Judicial Nº 2422 del 11 de agosto de 1959 y artículo XVII de la sesión de Corte Plena del 24 de junio de 1974, corresponde al Consejo de Personal adjudicar becas para que los servidores del Poder Judicial, realicen estudios en el país y en el exterior

Artículo 7.—La elección de candidatos a la beca, se hará por medio de concursos de oposición y antecedentes que administrará el Departamento de Personal, así como de otras pruebas que se consideren pertinentes. Para el propósito el Consejo de Personal hará la convocatoria mediante el uso de los mecanismos de comunicación interna

Artículo 17.—Son obligaciones de los becarios: 

  

1)…
 

  

5)
Al concluir los estudios deberá presentar el Consejo de Personal, con copia para la Escuela Judicial y la Biblioteca de la Corte, un informe detallado sobre los estudios realizados. También deberá presentar originales y copias de los documentos que muestren su desempeño durante los estudios. Estos requerimientos deben cumplirse en un plazo no mayor de tres meses, a partir de la conclusión de los estudios. 

  

6)
Colaborar en los programas de capacitación y adiestramiento que se pongan en práctica en la Escuela Judicial. 

  

7)
Publicar anualmente, durante la vigencia del contrato, un artículo en la revista judicial. 

  

8)
Prestar sus servicios en los lugares y despachos que determine la Corte, sin perjuicio de los derechos laborales del interesado. 

  

9)
Entregar a la Biblioteca de la Corte un ejemplar de su tesis de grado o de los trabajos que haya realizado. 

  

Artículo 18.—El beneficiario quedará obligado a seguir prestando sus servicios al Poder Judicial, una vez concluidos sus estudios así: 

  

1)
Si su licencia fue sin goce de sueldo, durante un tiempo igual a dicha licencia. 

  

2)
Si su licencia fue con goce de sueldo, durante el triple de tiempo de la licencia. 

  

1. En circunstancias diferentes a las indicadas en los incisos anteriores, conforme lo establezca el Consejo de Personal, sin que pueda ser inferior a un año ni superior a tres. “

Este Consejo entiende el interés de la Directora de la Defensa Pública  por “participar más activamente en el procedimiento para el otorgamiento de becas” y procurar el mejor aprovechamiento de esas actividades formativas.  No obstante debe traerse a colación que el procedimiento vigente está establecido en un Reglamento específico donde se regulan las condiciones, beneficios y obligaciones de los becarios, que luego se traducen en el contrato correspondiente.

Limitar al becario a que su periodo de contraprestación contractual sea específicamente  en la Defensa Pública y no en el Poder Judicial como un todo, tal y como se deriva de las normas, cercena posibilidades de ascenso, de transferencia de competencias y conocimientos a nivel institucional y eventualmente limita la satisfacción de los requerimientos del servicio de la administración de justicia.

Finalmente, en relación con las obligaciones de los becarios relacionadas con la transferencia de los conocimientos por medio de la Escuela Judicial, para este Consejo resulta meridianamente claro que la Escuela Judicial es el órgano rector en materia de Capacitación, y que de forma conjunta con la Unidades de Capacitación deben tejer los esfuerzos necesarios para sacar provecho de los conocimientos adquiridos por los becarios, por lo que no se estima necesario precisar que se indique que sea específicamente en la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, ya que igualmente podría ser requerido en otra área de interés institucional.  Por tal razón, la Escuela Judicial debe coordinar con las Unidades de Capacitación la forma en que se ejecutarán estas obligaciones y hacerlo del conocimiento de este Consejo.

Por las razones expuestas, se acordó:

1- Denegar la gestión de la Directora de la Defensa Pública.

 2- Solicitar a la Escuela Judicial que en coordinación con las Unidades de Capacitación defina la forma en la que se ejecutarán las obligaciones contractuales de los becarios en cuanto a la transferencia de los conocimientos adquiridos, y lo haga del conocimiento de este Consejo.”
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SE ACUERDA:   Que el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, coordine lo pertinente, para que se lleve a cabo una sesión de trabajo conjunta con el Departamento de Gestión Humana, para la elaboración de una propuesta relativa a este tema.  ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO VII

La Licda. Silvia Navarro Romanini de la Secretaria General, en oficio N° 7491-11 del 31 de agosto del 2001, suscrito al Dr.  Marvin Carvajal Pérez, Director, Escuela Judicial, indica lo siguiente:


Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 25-11 celebrada el 1 de agosto del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXI


Documento 5412-2011


Conforme se dispuso en la sesión N° 20-11 celebrada el 20 de junio del año en curso, artículo XXIX, se continúa con la discusión del tema planteado por el Magistrado Cruz y la exposición que al respecto hizo el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, respecto al proceso de selección seguido para la primera promoción del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ).


Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “me parece que es muy preocupante el tema que se nos presenta y que deja ver que nuestras universidades en una cantidad importante de las personas que logran el título de licenciado en derecho, pareciera que no se encuentran bien formados, dado que el nivel de aprobación de los exámenes que se realizan es realmente muy bajo. Según un dato que me envió el doctor Carvajal Pérez ya se hizo un segundo concurso y los resultados no fueron mejores, si se quiere decir fueron menos buenos o más malos, muy poca gente lo ganó y esto realmente es preocupante. Nosotros deberíamos de hacerle ver a las Universidades, al CONESUP, y a la enseñaza privada de que estos resultados se están presentando en los exámenes que se hacen en el Poder Judicial, lo que deja ver una deficiente formación de las personas que están logrando el título de licenciado en derecho. Considero que nosotros debemos advertir que no vamos a bajar la guardia, que vamos a seguir haciendo exámenes con el mismo rigor que se han venido realizando. En relación con la formula empleada en la primera oportunidad -tal vez el Magistrado Cruz me podría corregir si llego a la conclusión que no es la correcta-  él estaba insatisfecho en razón de la curva que hubo que hacer para lograr las treinta personas que iban a ingresar al curso. Estimo que ese tema deberíamos de valorarlo y ver si nuevamente vamos a efectuar una curva y cuáles son las condiciones que vamos a tomar en consideración para realizarla. En concreto yo propondría que hagamos del conocimiento de las facultades de derecho que funcionan en el país, al igual que los órganos que deberían de realizar la supervisión y el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica de estos resultados y señalar de que nosotros no vamos a bajar la guardia en cuanto este tema.”

Refiere el Magistrado Cruz: “Yo presenté el tema porque a mí me parecía que nosotros en este momento recibimos un grupo importante de abogados y abogadas que con mucho esfuerzo han pagado su educación o en otros casos si han pasado por la Universidad de Costa Rica, igual. Lo que ocurre es que si uno compara el número de estudiantes que se gradúan en la la Universidad de Costa Rica y el resto de las facultades verá que el peso de la Universidad de Costa Rica es mucho menor y me llamó por eso la atención y originalmente así lo planteé. Yo no me voy a extender ahora con algunas observaciones que tenía, porque de las informaciones que yo recibí de la Escuela Judicial -como lo dije en la primera intervención-, en realidad solo tres personas obtuvieron una nota más de 7, eso lo voy a enviar por medio de una nota de complemento al acta, pero de todas formas, sea que fueran tres, cuatro, cinco u ocho, al final de cuentas hubo que completar un cupo de 30 con una curva que se complementó con pruebas de otro tipo que yo no voy a discutir si son pertinentes o no, pero sí considero que el tema de una preparación básica es una exigencia indispensable. Viendo la prueba, a la cual tuve acceso, es de conocimientos básicos, no es una prueba complicada y, sin embargo, a pesar de eso los resultados  fueron bastante deficientes. Ahora en la segunda promoción no sé cuantos habrán hecho el examen, probablemente más de doscientos y otra vez fue peor, porque ninguno obtuvo más 7 en conocimientos. Por una recomendación que me hizo don Marvin no voy a consignar el contenido de la prueba, pero esta es elemental. Hay muchas cosas que cuestionarse sobre cuál es el perfil de la personas que tiene interés el Poder Judicial, puede ser como lo dije, que sea mejor personas que tienen una gran capacidad de expresión oral, de síntesis, de capacidad analítica y volver a ver para otro lado con los conocimientos. Es cierto lo que el doctor Carvajal Pérez señaló de que aún las pruebas que se hacen ahora con Tribunal Oral hay un gran sesgo en la subjetividad en las pruebas, eso es algo que no sólo va en favor o en relación a las pruebas del FIAJ, si no para el ingreso a este programa, lo cual supondría un control bajo ciertos parámetros de cómo se hacen las pruebas. Originalmente en el acta en la que se planteó el tema de la curva, a mí no me quedó claro que el Tribunal Evaluador estuviera conciente de la curva, pareciera más bien que fue una decisión que se tomo a posteriori, no es el interés juzgar si estuvo bien o mal, si me parece que cada vez que esto se produce, debiera informarse a Corte de que ni siquiera se pudo alcanzar el número de personas para cubrir el ingreso conforme a los reglamentos, exigiendo, una nota mínima de siete en conocimientos. En algún momento el Magistrado Aguirre con una manifestación de desánimo que lo comprendo, dijo “que al final de cuentas tal ves lo mejor solo era hacer pruebas por competencias, porque en realidad casi que había que tirar la toalla con la formación que se está dando en las facultades”. Yo no creo que nosotros podamos decir que no se puede hacer nada, si entiendo la tesis del Magistrado Aguirre porque efectivamente hay manifestaciones claras de una transmisión de conocimientos que no se refleja en las personas que hacen la prueba, que dicho sea de paso, son las víctimas de todo el tema, porque ellos pagaron y los que no pagaron en una Universidad de Costa Rica se suponía que tenían una formación básica y por supuesto no sé hasta donde podemos llegar haciendo curvas en pruebas de conocimientos, haciendo una moderación de cómo en esas pruebas hay deficiencias. Yo propondría en primer lugar - creo que don Marvin lo dijo-, que una vez que el tribunal haga su examen emita el resultado. Pero si el  resultado es muy preocupante -no hay que bajar la guardia en ese tema-  habría que informar a Corte que pasó y qué se puede hacer o cuál será la solución. Considero que las autoridades estatales tanto en el tema de CONESUP, como podría ser también quienes están tratando de que haya una aprobación con un plan de estudios de calidad de las universidades que aprueben ciertos parámetros básicos y en eso ha habido manifestaciones públicas sobre eso, debiera ser informada sobre este tema como señalo el señor Presidente, Magistrado Mora. Finalmente, aunque no se define dentro del Poder Judicial,  pero sí debemos tener un perfil de cuál es el “pensum” de cada una de las facultades para ver que ofrecen y que tienen, para poder tener una idea de un posible panorama de cuál es la oferta que hay. Si eso no existiera, habría que hacerlo, porque mi impresión es que hay una gran dispersión de cuántos son los créditos que se requieren, qué tipos de materias, cómo se aprueban, y eso el Colegio de Abogados, en algún momento ha tenido que intervenir. Esto lo presenté porque me parecía que era un tema de la mayor trascendencia. Nos quejamos muchas veces de los problemas que enfrenta el Poder Judicial por decisiones polémicas, algunas de ellas tal vez la prensa las valora erróneamente, pero en otras la valoración es correcta y yo creo que nosotros debiéramos en primer lugar evaluar si se hace la curva o no y las razones por las que se hace. En segundo lugar, tener un panorama o una clasificación de cuántos son y en qué forma se define, en abstracto, el plan de estudios de esas universidades. En tercer lugar, que se valore que esas pruebas que se han hecho -las dos-  por lo menos la que yo vi el año pasado, era de conocimientos básicos. Hay muchos aspectos que no podemos entrar a conocer en Corte porque es materia  del Consejo de la Judicatura, pero cuando discutimos este tema en el pasado o no sé si en algunas de las discusiones que hemos tenido, también es importante evaluar qué tipo de examen queremos hacer, si es de conocimiento muy práctico o para evaluar que hay conocimientos básicos bien fundamentados y quiénes son los profesores. La cantidad de facultades hace que muy probablemente como lo han dicho algunas autoridades estatales, haya mucha improvisación de profesores y eso hace en una formación tan especial como es el derecho, que los profesores tengan una incidencia determinante. Nosotros tendríamos que saber cuáles son las distintas facultades, para a partir de ese conocimiento, tomar algunas decisiones que podemos hacerlas perfectamente, porque es muy probable, por ejemplo, que haya un plan de estudios en algunas facultades que den muy poco de derecho constitucional, o de derecho penal y eso por lo menos nosotros que vamos a recibir para una carrera, debiera haber unas exigencias básicas de lo que el plan de estudios debiera tener y aunque eso no tenga efectos vinculantes, por lo menos se puede decir para que los estudiantes, los padres de familia, quienes hacen el esfuerzo sepan de que estamos hablando. ”

Señala el Magistrado Armijo: “En esto solamente quiero llamar a la reflexión a Corte sobre una posible opción que podríamos tener. En España hay una opción que es el cuarto turno para aquellas personas que quieran ingresar al Poder Judicial. Normalmente por esta vía ingresan personas que son académicos o muy distinguidas. En nuestro caso para el tema que estamos viendo y debido a la problemática que se está comenzando a presentar para las personas que quieren ingresar a la Carrera Judicial, tal vez podríamos pensar en las universidades que están dentro del catálogo oficial del Estado que han sido debidamente reconocidas de calidad tanto -públicas o privadas-, en una especie de cuarto turno para los primeros promedios que se gradúen de esas Universidades, esto nos permitiría que una persona que al final de su carrera se gradúa con el primero, segundo y tercer promedio de la Facultad podrían tener una opción de ingreso diferente a la que se hace para otros casos, lo cual permitiría captar un recurso que es increíblemente valioso y que lo hemos estado dejando ir en los últimos años. Yo recuerdo cuando estaba en la judicatura en materia penal, que siempre me llamaba poderosamente la atención como los defensores públicos que llegaban a los estrados eran de un perfil enormemente bueno, e increíblemente eficientes, pero lo que ocurría es que la jefa de Defensores Públicos, tenía esta especie de convenio con la Universidad, creo que de Costa Rica y otra Universidad que no recuerdo en este momento y los mejores alumnos ella los captaba para irlos capacitando para que luego se convirtieran en Defensores Públicos. Este tipo de personas de ese nivel, ahora se los están llevando los bufetes u otras entidades, porque nosotros no le brindamos una opción de estimulo para poder competir en condiciones de igualdad, porque si quiere ingresar a la carrera judicial normalmente tiene que competir con personas que tienen ocho o nueve años de ocupar cualquier puesto en la carrera judicial lo cual le da un plus sobre ellos. Creo que nosotros deberíamos volver a tratar de captar gente buena, con buenos promedios, y comenzar a ver cómo hacemos para poder atraerla y no lo que está pasando hasta este momento, conforme lo dice el Magistrado Cruz y lo expone el doctor Carvajal Pérez, realmente la institución hace un esfuerzo económico y deberíamos buscar las mejores personas para este esfuerzo que al fin y al cabo dentro de unos años poder producir unos enormes buenos frutos para la institución.”


Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “En la Comisión de Reforma Judicial, estamos proponiendo una reforma a la Ley de la Carrera Judicial. Lo que ocurre es que esa posibilidad del cuarto turno, no está autorizada en nuestra ley, y por eso es que no la hemos podido utilizar. Nosotros estamos haciendo una propuesta, -yo espero que apenas terminemos del análisis del Código Procesal Civil, podamos entrar a la Ley de Carrera Judicial- que indudablemente todo ese pensamiento que usted señala ahí, vamos a tener que volcarlo a la ley, porque ha este momento, yo tuve la experiencia de hablar sobre este tema con unos muchachos de buenas notas en la Universidad de Costa Rica y casualmente lo que me dijeron fue la misma información que usted está señalando “de que ellos aquí venían a competir con gran desventaja, y claro entonces estamos teniendo estos resultados de que hay personas que ofrecen sus servicios y no tienen la capacitación en derecho correspondiente.”

Dice el Magistrado Aguirre: “A mi me parece que ese es un tema a valorar cuando se vea este proyecto de reforma, si hacemos alguna apertura. Yo no comparto mucho el tema de la desventaja, sobre todo si lo analizamos a la luz del tipo de exámenes que hace la Escuela Judicial, porque los exámenes son sobre conocimientos básicos, qué ventaja puede tener un servidor judicial de un buen estudiante de la Universidad, no lo tiene, además la experiencia como empleado del Poder Judicial no se cuenta, de manera que un servidor judicial entra en el mismo plano, en condiciones de igualdad con estas personas. Ahora que sí representa pues una incomodidad prepararse para hacer un examen, eso sí puede ser cierto y entonces estos muchachos que salen con un buen currículum académico de la Universidad, pues son captados por otras áreas donde no hay que hacer exámenes; de repente ese puede ser un atractivo en los bufetes o en otras áreas del Estado, pero lo del plano de desigualdad estimo que no es así. Creo que sí tenemos que hacer algo para atraer a las personas de buen nivel hacia nosotros, puede ser que el sistema de exámenes más bien las aleje, pero tal vez no, si son exámenes de tipo genérico, considero que nosotros debemos seguir haciendo ese tipo de exámenes. La preocupación para mí es lo que ofrece el mercado, nosotros vamos a captar recursos de los que están en el mercado y si ese recurso no está bien formado por las Universidades, pues obviamente que no vamos a captar un recurso idóneo, de ahí precisamente es que ha nacido la necesidad de que la Escuela Judicial inicie un programa de formación inicial de jueces, no es otra la razón, si ya esto lo hemos reflexionado en judicatura y aún aquí es la misma Corte, por eso es que este Órgano autorizó en determinado momento una reforma al reglamento para permitir precisamente este tipo de exámenes y organizar cursos de formación inicial.”

Se concede el uso de la palabra al doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, quien manifiesta: “Hay una serie de observaciones que se hicieron en la sesión anterior y me correspondería responderlas. Voy a tratar de resumir al máximo estos puntos, ha pasado bastante tiempo, sin embargo espero ser lo más fiel posible a lo que se conversó en aquella oportunidad y por supuesto alguno de los temas que se han referido hoy. De la misma forma les comentaré acerca de este segundo examen realizado y del tercer examen que realizaremos el 10 de octubre próximo. Respecto a las observaciones que en su oportunidad hiciera el Magistrado Cruz acerca de qué ha hecho la Escuela Judicial para determinar cuál es el pensum de las Universidades. Este sin duda alguno fue uno de los factores esenciales que nos llevó al diseño que el FIAJ. Uno de los elementos tomados en cuenta en el diagnóstico que nos llevó a la creación del Programa de Formación Inicial (FIAJ) fue precisamente determinar que los planes de estudios de las diversas universidades dicho de la manera más amable posible son muy variables –heterogéneos- caracterizados por niveles de exigencia y rigurosidad bastante diversos.  El Magistrado Cruz mencionó en su oportunidad si podría mantener el Poder Judicial ese programa. Desde mi punto de vista y lo digo con todo respeto de quien forma parte de esta institución y esta ante el órgano jerárquico del Poder Judicial,  que yo creo que se llame FIAJ o se llame de cualquier otra forma, esta institución tiene un deber con la sociedad a la que representamos y es ofrecer los servicios de la mejor calidad a las personas y sin duda alguna la formación inicial se dé en esta modalidad o en otra, es una obligación de la cual este Poder Judicial no puede, ni por supuesto debe renunciar. Considero que desde esta Corte solamente apoyo hemos recibido en la iniciativa de la formación inicial y no dudo que aún con las observaciones que deban ser hechas y las mejoras que tendremos que hacer día a día en nuestro programa, la idea de que el Poder Judicial debe formar adecuadamente a sus nuevos jueces y juezas es una idea bastante consolidada. También el Magistrado Cruz se cuestionaba cómo se puede hacer para evaluar adecuadamente una prueba oral. Sobre este punto en su oportunidad el Magistrado Aguirre comenzó la respuesta, pero le mencionaría que en efecto hay técnicas para evaluar mejor a través de una prueba oral, esas técnicas precisamente las estamos enseñando a los Tribunales Evaluadores, poco a poco estamos con base a un acuerdo del Consejo de la Judicatura para que todos los Tribunales Evaluadores fueran capacitados, la Escuela Judicial está preparándolos en el uso de técnicas que vuelvan menos subjetivas la evaluación oral al punto que pueda ser utilizada también si se considera apta dentro de esta institución. Es decir, compartimos con usted la preocupación y le indicó en efecto hay algunas medidas que ya se han tomado. El Magistrado Solís hizo una referencia a la calidad de la educación del derecho que tiene mucho que ver con los comentarios que el señor Presidente, Magistrado Mora mencionó y que el Magistrado Cruz reiteró acerca de este tema tan complejo. La Escuela Judicial está en un muy agresivo proceso de acercamiento con las diversas las Escuelas de Derecho. No podemos pensar sin los ajustes normativos adecuados en un sistema como propone el Magistrado Armijo, espero que en algún momento tengamos esa posibilidad de ir a competir en el mercado por la mejor gente, es la garantía máxima de calidad para esta institución, sin embargo si estamos tratando de lograr que dentro de las propias universidades se genere esa cultura de acercamiento a la institución, de hecho son varias las actividades que estamos desarrollando en ese sentido. En su oportunidad la Magistrada Varela se refirió a la necesidad de ofrecer asesoría metodológica en los procesos de selección, que se utilizara determinadas tecnologías como la grabación. Sin duda alguna esto es parte de los cambios que estamos proponiendo a través de la capacitación de los Tribunales Evaluadores. Además mencionó la necesidad de valorar la actitud para el ingreso al FIAJ. Precisamente uno de los temas que más hemos defendido con más vehemencia es la necesidad de la evaluación por competencias que vaya más allá de los conocimientos y también habilidades, actitudes y valores de la persona. 

Por su parte el Magistrado Castillo señalaba que el Poder Judicial no debe hacer el trabajo de las Escuelas de Derecho. El FIAJ parte de esa realidad, no puede convertirse en una sala de emergencias de las Facultades de Derecho, tiene eso sí  que cumplir con objetivos que sí estén muy ligados a los fines propios de esta institución, es decir, formar para la judicatura. También el Magistrado Castillo  indicaba que la selección debe partir de las Escuelas y programas, es un tema muy similar al que mencionaba el Magistrado Armijo y que sin duda alguna es lo que queremos, tener la posibilidad de ir y utilizar las mismas armas que utiliza la empresa privada para reclutar a los muchachos y muchachas en segundo año, porque es en ese momento que lo están haciendo. Sin duda alguna si se le pudiera ofrecer a la institución herramientas normativas que le permitan tener una estrategia similar, sería de gran utilidad. El Magistrado Vega en realidad no tuvo tiempo de hacer una acotación adicional pues en ese momento se rompió el quórum. Con lo que mencionó el señor Presidente, Magistrado Mora en la sesión de hoy, sobre el tema del bajo rendimiento en los concursos y que debemos valorar lo referente a la curva. Eso me obliga a mí a comentarles que realizamos en efecto una segunda prueba, los resultados volvieron hacer muy deficientes de 185 personas solo 15 personas en la prueba de conocimiento tuvieron una nota superior al 7 y 16 personas en prueba general, por lo que es un resultado muy negativo. Ante ese resultado lo que hicimos fue reaccionar de inmediato y ante el Consejo de la Judicatura solicitamos se nos permitiera un nuevo concurso, el cual está abierto en este momento. Estamos además sometiendo a evaluación nuestra prueba, no pensando que sea muy compleja, porque como bien lo menciona el Magistrado Cruz, no necesariamente lo es, si no para eliminar al máximo cualquier factor que sea externo a las capacidades de la persona participante que pueden estar interfiriendo en un resultado adecuado, cualquier elemento que distorsione el resultado final. Para eso el Tribunal Evaluador que es el único que puede hacerlo -la Escuela Judicial no tiene competencia para ello- está revisando los ítems de preguntas y también estamos sometiendo a una revisión todas las pruebas de las otras ocho competencias que conforman el concurso de ingreso al FIAJ. No dudo que el tema de la curva sea de la mayor relevancia o de qué se haga, de cómo se reacciona frente al resultado de un concurso, pero en nuestro caso ante la lentitud propia de una órgano tan grande y de la jerarquía que tiene este, tuvimos que reaccionar ante medios más ejecutivos como el Consejo de la Judicatura encargado en todo caso de la administración de la Carrera Judicial y logramos la apertura de un nuevo concurso. Eso significa obviamente que no hubo en esta segunda promoción una curva, creo que quedó claramente manifiesto en las diferentes opiniones vertidas en esta Corte Plena, cual era la opinión en relación con las preocupaciones que podía suscitar ese procedimiento. En esa segunda promoción no lo utilizamos, al punto que ya convocamos a un nuevo concurso, espero que la calidad de nuestros jóvenes profesionales en derecho nos permita lograr el cupo necesario para una segunda promoción del FIAJ sin mayores dilaciones que las que ya pueden haber sido ocasionadas por el resultado logrado en esta segunda promoción. Estimo que queda respondida de esta manera las primeras de las preguntas que hacia el Magistrado Cruz esta tarde acerca de hasta donde se puede llegar haciendo la curva. Considero que no hay voluntad de la institución para aceptar ese procedimiento, por ende lo que definimos desde la Escuela Judicial fue no utilizarlo y  a partir de este momento los resultados se puedan dar por el propio esfuerzo de cada una de las personas participantes.


En cuanto al examen muy básico que mencionaba el Magistrado Cruz, le pedimos al Tribunal Evaluador que es quien crea los ítems de conocimientos que hiciera una revisión total de estos. De parte de la Escuela únicamente hubo una asesoría de carácter metodológico y un apoyo para la validación, pero el tribunal hizo una revisión completa tratando de eliminar preguntas que pudieran ser memorísticas, contrarias al espíritu de lo que estamos promoviendo en el FIAJ. El Magistrado Armijo nos comentaba el tema del cuarto turno que es una práctica que se realiza con bastante éxito en algunos países, en otros no tanto pero depende mucho de la institucionalidad del país y de cómo se lleve a cabo el procedimiento. Como les decía es importante que consideremos que si no estamos en un momento apropiado ante las reformas que se proyectan para la Ley de Carrera Judicial, precisamente de considerar todos estos factores que han sido tan complejos para la Escuela Judicial para poder llevar adelante una primera y una segunda promoción del FIAJ y para la institución también y que puedan ser de alguna manera solventadas mediante los refuerzos normativos correspondientes. Es cierto como refiere el Magistrado Aguirre que se debe hacer algo para traer a las mejores personas al Poder Judicial y es precisamente a través de estos mecanismos que les menciono que lo podemos lograr. Una reflexión final, a partir de lo dicho y de lo que ha sucedido en esta primera y segunda promoción del programa. Desde mi punto de vista las decisiones que se tomaron en esa primera promoción no solo nos permitieron iniciar con el programa, si no que muchas personas tuvieran una mejora cualitativa significativa a través de la formación inicial, personas que en este momento se encuentra en sus despachos judiciales realizando la práctica profesional tutelada y no dudo que ustedes tendrán muchas posibles fuentes de información acerca de cual será el desempeño que estas personas, de qué forma están actuando, si de una forma similar a como ingresa ordinariamente una persona a la institución o de una forma diferente y creo que la respuesta que ustedes van obtener es que están ingresando realmente con bases muy distintas a las de otras personas que han tenido que ingresar y aprender sobre la marcha sin la formación inicial. No cabe duda que el proceso es mejorable, perfectible y la Escuela Judicial tiene el deber de revisarlo permanentemente, ya estamos sometiendo a evaluación la primera promoción, lo cual normalmente un programa de esta naturaleza espera tres o cuatro promociones antes de cualquier tipo de evaluación, nosotros ya estamos evaluando cuál ha sido el resultado, porque somos muy concientes que los errores que hayamos cometido en la primera no pueden ser repetidos, errores en la metodología, o en el proceso de selección o en cualquier otro aspecto en al ámbito administrativo y que nuestro deber como órgano auxiliar de la administración de justicia es ofrecer un servicio, una formación de la más alta calidad para las personas que están ingresando, de manera que podamos obtener de parte de estas personas un excelente servicio de administración de justicia.”


Indica el Magistrado Cruz: “Yo siempre tuve la intención de que esta llamada de atención fuera para hacer algo muy constructivo. Porque me parece que es un asunto sobre el cual Corte Plena debe tener conocimiento, no de ejecución, porque nosotros evidentemente no podemos sustituir al Consejo de la Judicatura, pero considero que era una llamada de atención que se complementa con informaciones que han  salido en la prensa. A propósito hay unas manifestaciones del señor Guillermo Vargas Salazar, Presidente del Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES), cuando le preguntan ¿Cómo está la educación universitaria en Costa Rica?, y dice “si tomamos una muestra diríamos que vamos a tener problemas muy serios, hay un número exorbitante e irracional de universidades 51 privadas y cinco públicas por lo que este país no nos puede proveer de docentes de calidad” Esto es lo que estaba yo casualmente  mencionando. Continúa diciendo,  “¿Qué se debe hacer? Hay que entrar en un proceso de racionalización tengo que decirlo con toda claridad, creo que en bien del desarrollo nacional algunas instituciones o hacen un cambio radical y abandona el lucro como su único objetivo o deben cerrar. ¿Qué pasa si no lo hacen? Un país tan pequeño cuya única riqueza son los recursos humanos no puede darse el lujo de formar mal, creo que este es un problema nacional que debemos enfrentar, ¿qué debilidades tiene la educación superior? Entonces aquí es donde claro la Escuela Judicial recibe estos estudiantes formados unos muy bien, otros regular y otros mal. “El panorama es altamente preocupante porque al lado de las universidades que cumplen su cometido con responsabilidad social y calidad académica, todavía tenemos un número importante de seudo universidades que gradúan profesionales masivamente en diferentes áreas del saber como los mecanismos de selección están atrasados solo valoran el título”. Claro el problema es que surgen universidades como abejones en mayo porque lo único que necesitan es darle el título y ya una vez dado el título, lo que se ha logrado de ganancia es importante, entonces hay igualdad de condiciones entre una universidad de calidad y una que no lo es y ahí hay un grave riesgo de infiltración de graduados con una insuficiente cuando no paupérrima formación académica, ¿Cuáles son las consecuencias de esta deficiente formación?, señala don Guillermo: lo que produce es un fraude académico un engaño total al esfuerzo de los padres y estudiantes,  un verdadero golpe a las ilusiones de los muchachos y al tiempo que invierten, tenemos un número de profesionales que no tienen la formación y entrarán a un mercado laboral para el que no tiene competencia, si alguien va a una universidad de verdad y yo voy a una “patito” que me da el título de máster en 18 meses cuando ambos lleguemos por el puesto, el trabajo es mío, ¿qué debe hacer el país contratar únicamente graduados que vengan de carreras acreditadas.” Hice esta mención porque me parece que es el telón de fondo de este problema. Aquí hay una cantidad importante de personas, de jóvenes, de muchachos y muchachas que estudiaron y que obtienen un resultado deficiente, porque el examen que yo vi la vez pasada don Marvin, era de conocimiento básicos, lo cual yo no voy a entrar a criticar, porque no es asunto que a mi compete. Yo quería preguntarle don Marvin ¿Ustedes tienen en la Escuela Judicial una visión de todas las universidades que dan derecho el currículo o plan de estudios que tiene?, eso permitiría ver una uniformidad o no,  o si hay omisiones en algunas materias. En todo caso lo que dice el señor Guillermo Vargas Salazar es muy serio, muy grave es algo que él está viendo. No tengo nada que decir de que se tuviera que hacer un nuevo concurso, mi preocupación fue cuando se hizo la curva y no teníamos conocimiento de eso, sé que usted tenía el problema al frente y había que llenar un cupo para poder seguir adelante con el programa, pero si me parece que cuando hay un problema como este, el camino sería ese, convocar un nuevo concurso o exponer en el Consejo de la Judicatura qué se puede hacer con semejante panorama. Estimo que es un asunto muy grave, como es posible que se haga un examen y estos resultados sean tan bajos, claro alguien puede decir que el examen no está bien formulado, pero no es mi pretensión, en principio la evaluación está arrojando algo que coincide con lo que dice el señor Guillermo Vargas Salazar, Presidente del Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES). Considero que si ustedes tienen ese estudio con las distintas horas, materias, el cual me gustaría lo pudieran enviar a Corte para que lo conociéramos, para que el Consejo tuviera una idea de cuál es el panorama, el paisaje de todas esas universidades que dan derecho, ¿quiénes son los que lo imparten?, etcétera para poder tener esa valoración. En algún momento yo lo planteé y el Magistrado Aguirre no estuvo como de acuerdo, pero podemos también pensar en que la Escuela Judicial ponga a las universidades un plante de estudios  básico  que deben de cumplir, para que casualmente nosotros no tengamos que complementar lo que ellos no dieron. Pienso por ejemplo puede haber facultades que den muy poco constitucional, el número de horas puede ser que sea muy bajo en penal, puede ser que sea muy bajo en laboral y en distintas materias. Eso es algo que nosotros debemos de saber porque si lo sabemos, la formación que se les va a dar no va a tener que ser un remedio a algo mal hecho de antemano. Yo propondría a la Corte que enviáramos las notas de información sobre el estado de la situación que ha pasado en las dos pruebas efectuadas, tanto al CONESUP como al SINAES, tal vez pedirle al CONESUP y a don Guillermo que nos hagan algún pronunciamiento o alguna apreciación sobre eso, y que también la Escuela Judicial si tiene ese estudio de todas las similitudes y diferencias en el pensum de cada una de las Facultades de Derecho, nos lo enviara, porque don Marvin nos dijo algo que parece significativo, que encuentra muchas diferencias en los programas que se imparten las materias. Eso tiene una gran incidencia en el reclutamiento de los jueces y juezas y entonces cuáles son las materias importantes. Alguien podría decir, por ejemplo ¿qué formación reciben en filosofía del derecho?, o ¿qué formación reciben en tema de género, etcétera y eso no se puede complementar acá. Son demandas y definiciones que el Poder Judicial puede hacer para decirle a las universidades ustedes tienen que formar un profesional con este perfil, puede ser que esto no sea vinculante pero ya de todos modos tiene una voz moral para decir ustedes no están formando de esta manera y a los padres y a los propios muchachos y muchachas que hacen un gran esfuerzo se dan cuenta como están clasificadas de acuerdo a la Escuela Judicial esas facultades.”


Agrega el Magistrado Arroyo: “Quiero unirme a la intervención del Magistrado Cruz. Considerando que esta Corte en algún momento tiene que saber a ciencia cierta a que gente esta evaluando, obviamente ya no es una tarea solo nuestra, cuando el Magistrado Cruz mencionaba filosofía del derecho, yo recuerdo que esta ha sido una materia satanizada desde los tiempos en que la única escuela de derecho era la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. Me atrevería a decir que aquí ha habido históricamente una tendencia tecnocrática a formar en el derecho, y que historia del derecho, filosofía del derecho, los prolegómenos que algún día se llamaron, todo lo que tiene que ver con la formación básica de lo que algún día puede llegar a ser un jurista, han sido materias totalmente relegadas y cuestionadas. Recuerdo que filosofía del derecho iba de primero a quinto año, y la presa en quinto año era tal que o ganaban la filosofía del derecho o no se graduaban. Hubo gente por años de años en una presa ahí en la facultad de derecho, alguna vez ayudamos a sacar agua de ese bote flexibilizando lo que era un conocimiento fundamental para la formación de un jurista, aquí no hemos entendido eso, y este es un tema nacional de mucho tiempo. Quiero contextualizarlo porque efectivamente entiendo que en la actualidad hay escuelas de derecho que gradúa gente sin mencionar, ni Aristóteles, ni Jean- Jacques Rousseau,  ni ahora John Rols, o Luigi Ferrajoli  es decir gente que sale en un verdadero estado de analfabetismo jurídico o digámoslo más claramente jurídico-político en su formación de filosofía política en el desarrollo de las ideas básicas que pueden conformar una formación jurídica básica. Entonces es muy importante esto que esta diciendo el Magistrado Cruz y a  ver si este país algún día tiene desarrollo básico fundamental en temas que para mi siempre fueron de una gran relevancia e importancia aunque –repito- no parece haber sido reconocido por la historia de la formación académica en estas materias. Lo otro que yo quiero tener claro es cómo estamos escogiendo nosotros a los profesores de la formación básica. Me gustaría que usted nos cuente que es lo que se hace para escoger a quienes se van a ser cargo de impartir los cursos tan importantes de este Programa de Formación Básica, porque ahí si quisiera poder opinar, solo por el hecho de que en materia penal hay una gran cantidad de gente muy bien formada, con muy buena experiencia docente. Yo quisiera que también pudiéramos tener un sistema en donde los profesores de estos muchachos, bien que mal admitidos en el programa contaran con los mejores profesores y profesoras para que puedan aprovechar al máximo este baño de preparación que se le hace a los futuros jueces y juezas de la República.”

Expone la Magistrada Villanueva: “Encuentro muy importante la reflexión del Magistrado Cruz. Quiero referirme a algunos puntos. Uno es la calidad de la educación general y las limitaciones que tenemos para variarla. Yo veo difícil incidir en la estructura y el funcionamiento de las universidades, pues tienen una institución que es la encargada de eso. Discriminar por ese motivo es también inconstitucional, por lo que veo algo delicado y no la solución del problema. Me parece que a veces el mercado de las empresas -sucede con el Instituto Tecnológico de Costa Rica- marca la pauta de qué tipo de profesionales forman. Esta podría ser una vía factible, pero estimo que eso escapa en mucho de nuestro ámbito y no podríamos encontrar una solución del problema que tenemos. En algún momento cuando proliferaron las Facultades de Derecho también me planteaba la facilidad con que se puede crear una facultad de derecho, porque sólo se requiere un espacio, profesores y punto. En otros lados para crear una Facultad de Derecho exigen que la Universidad tenga un área científica, un área de Medicina, de Odontología, que requiere una inversión, por lo que resulta más estructural su funcionamiento. Podría estudiarse como hacen las empresas con algún tipo de comunicación, que no es vinculante y la solución del problema podría estar ahí. Lo otro que se habló sobre las personas que han resultado con los mejores promedios Universitarios, me gustaría traer a  colación la experiencia de la Sala Segunda. Nosotros hemos tenido la suerte de tener al Magistrado Aguirre, un profesor de vocación, quien ha captado letrados y letradas que han sido magníficos estudiantes, esa ha sido la generalidad. En una oportunidad le decía al Magistrado Aguirre durante el lapso de la crisis, cuando los bufetes dejaron de contratar a abogados y abogadas, y les pagaban menores salarios que los nuestros, que era el momento para captar otro perfil de profesionales y tenemos dos personas de Colegios privados, que vienen con otro idioma y que han ido a estudiar con becas en los Estados Unidos, porque cuando regresaron no pudieron encontrar en el mercado las oportunidades. Captamos gente de nivel de las mejores Universidades de los Estados Unidos de América. Sin embargo, igualmente les debo decir que alguno de los mejores estudiantes del Magistrado Aguirre no ha dado el resultado que creíamos. Recuerdo un caso concreto de un magnífico estudiante y ha tenido que salir, por lo que tampoco es una garantía. Todas esas cosas hay que tomarlas en cuenta, eso para participar en la reflexión y decirles que yo creo que el problema va más allá del programa, es un avance porque una Escuela Judicial que fue de las primeras de América no tenía un programa de ese tipo, era una carencia muy grande para el país, por lo que el Programa en sí tiene un mérito y lo que podemos hacer con esta reflexión es mejorarlo. La Ley de la Carrera Judicial nuestra es de 1993 y duró diez años para implantarla, porque no fue una ley que promulgada se implementara. Estimo el gran esfuerzo que hicimos para crear un sistema de selección. Captamos a trabajadoras sociales que se especializaran, que ya las tenemos en otras áreas, fue todo un esfuerzo. Les  recuerdo otra cosa, no tenemos una carrera fiscal, es una carencia muy grande. No tenemos una carrera en la Defensa Pública. Hemos mejorado con cursos virtuales básicos para la selección del personal no profesional en general, con cuatro módulos que abarcan políticas institucionales básicas para el personal de nuevo ingreso. Creo que el panorama es un poco más amplio y yo diría incluso que  el tema de la modernización de la justicia tiene que entrar por el sistema de reclutamiento, de seguimiento y de régimen disciplinario. Son aspectos que tenemos que mejorar y variar o por lo menos revisar los perfiles de las personas que creamos que debemos captar. Como esto lo habíamos hablado hace bastante tiempo el Magistrado Aguirre dice que eso cuesta cincuenta millones y que no tenemos dinero, pero para un programa de modernización, el mejorar el sistema de reclutamiento hay que revisar los perfiles creados por los cuales se selecciona, no solo las competencias, la materia, los conocimientos, ¿cuál es la persona que quiere captar la institución en sus diferentes áreas? y eso exige una modernización y adecuación no solo en el contenido de la letra de la Ley de Carrera o en la creación de una Carrera Fiscal y una Carrera de Defensa, si no una revisión general de los perfiles profesionales que se han creado para jueces y juezas y esa es una temática de primer orden para modernizar la institución.”

Interviene el Magistrado Chinchilla: “Hay una situación que resulta clara, y es que existe algún problema en las Universidades y cuando hablo de Universidades estoy refiriéndome en general -públicas y privadas- que tal vez no están respondiendo a ciertos requerimientos que particularmente el Poder Judicial necesita. Nosotros poco vamos a hacer o lograr con respecto a una discusión en centrarnos a criticar los programas o a decir que nos sirve o que falta porque poca incidencia vamos hacer en las Universidades. Estimo que sí es importante tratar de que la escogencia que se haga de las personas que van a formar o forman parte del Programa de Formación Inicial para jueces tenga tal vez algunos requerimientos importantes. Considero que algo que yo vi desafortunado, es la posibilidad de hacer esas curvas geométricamente algo difícil de entender con respecto a la posibilidad de completar una cuota necesaria para ver la cantidad de posibles personas participantes en el programa y me imagino que en un momento determinado surgió una necesidad, y algo se pensó y se hizo sobre eso, pero yo creo que no está bien, porque si nosotros buscamos excelencia no podemos tampoco partir de la misma mediocridad que podemos decir que se está dando con respecto a la formación de profesionales en derecho. Me parece que la tensión por lo menos mía, va dirigida hacia la idea que no podemos pensar en hacer una curva, o sea no es aceptable, si todos se quedan, pues todos se quedaron y nadie ingresa y esperaremos al próximo concurso para ver quién ingresa, que ahí está el dinero que se puede perder, bueno habría que ver cómo se hace pero yo no justificaría el ingreso de personas que no tengan el requisito mínimo de la posibilidad de ingreso y vean no estimo que una valoración psicológica positiva puede ante ponerse a una nota de conocimientos científicos en ámbito jurídico, es un elemento pero no es el que califica, es el que debe contenerse pero no es el califica, y así alguno aspectos más. Por eso hay que centrarse en esa situación, podemos seguir hablando mucho sobre los temarios, las materias que hay o no, lo cual considero muy importante como reflexión. Pero lo que me interesa ahora es que nosotros tenemos que ver a quién escogemos y quién no y en esto donde no vale es ayudar a la gente en el sentido de darle una permisibilidad para que ingrese a un proceso de formación donde no tiene el perfil necesario para estar. Por ahí va mi crítica, podría ser que es divergente a la de otros compañeros, pero por los menos en ese sentido es el que creo que debemos ocuparnos, porque si después vamos a tener jueces mediocres, es porque nosotros mismos permitimos que ingresaran, si resulta ser que además de eso, resultan mediocres es porque ya no teníamos posibilidad de identificarlos y gastamos todas las posibilidades para evitar que ingresaran, pero al fin y al cabo lo lograron. La idea es que eso no suceda y tal vez esto no ocurra teniendo esa falta de rigurosidad con respecto a lo que es la evaluación de ellos de que se ingrese cuando las notas no dan. Si solo lo ganaron cinco o seis, serán los que se formen y si es muy caro, pues entonces esperar que haya un nuevo concurso para completar un número adecuado sobre ello.”

Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “A este momento está la propuesta del Magistrado Cruz, para que enviemos nota al CONASUP y al SINAES. A mí me parece que también deberíamos de enviar esta misma nota a todas las Universidades y al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. Les parece que tomemos un acuerdo en ese sentido. 

Por unanimidad, se acordó: Aprobar la propuesta del Magistrado Cruz, con la observación realizada por el Presidente, Magistrado Mora, por ende, hacer de conocimiento del Consejo Nacional de Educación Superior (CONESUP,) del Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior (SINAES), del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, así como de las Universidades públicas y privadas del país, la preocupación de esta Corte por el resultado obtenido en las pruebas por los candidatos o candidatas para el reclutamiento de jueces y juezas en el Programa de Formación Inicial de Jueces (FIAJ), lo cual refleja la forma en que se está preparando a los futuros abogados  y abogadas en las Universidades, para lo que a bien estimen manifestar. 
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Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “El otro tema planteado, entiendo que ya el Consejo de la Judicatura tomó cartas en el asunto y señaló a la Escuela Judicial que no podía aplicar en nuevos concursos una curva, si no que debía en todo caso utilizarse los criterios señalados por el Consejo de la Judicatura. Entonces deberíamos darnos por enterado a lo que ha dispuesto el Consejo de la Judicatura en relación con este tema.”

Interviene el Magistrado Arroyo: “En algún momento, no sé si interpreté mal  la intervención del Magistrado Cruz en estos temas, pero habría que valorar si la Corte Suprema de Justicia a través de la Escuela Judicial entiende cuáles son los requisitos mínimos para participar en un concurso en orden de ser juez de la República. A mí me parece que sí habría que entender que debe haber un pensum tipo donde se exija un número de horas mínimo por materia, de tal forma que de entrada la persona sepa que va a matricularse en una Universidad que le va a dar el título en dos años, pero que no va tener ninguna opción de ingresar al  Poder Judicial. Creo que eso en la de menos hasta el examen de la Sala Constitucional pasa si lo hacemos bien, porque en realidad lo estaríamos haciendo a futuro -es decir a partir de un determinado momento en adelante- exigir un mínimo que tiene que ver con principios constitucionales que entran en juego y no solo el principio de igualdad. Yo propondría que valoremos esta idea que –repito- creo haberla oído en la discusión de este tema, para que nosotros a futuro también nos vacunemos y acabemos con una charlatanería a nivel académico que ha prevalecido en este país por muchos años y que aparentemente las autoridades encargadas de ponerle coto a esto no lo han hecho. Considero que la Corte podría tener una iniciativa de estas y ver de que manera se planteen en términos tales que sea legal o constitucional una adecuada reglamentación de quienes tienen chance de optar a los exámenes de la Carrera Judicial.”  

Refiere el Magistrado González: “Este es un tema de los más trascendentes, es un asunto que de verdad nos debe llamar la atención, pero qué vamos hacer, porque como que no estamos haciendo nada y es difícil buscar una solución, porque como muy bien también se decía aquí es un problema exógeno, no atinente al menos en su totalidad al Poder Judicial, si no de un producto que nos viene de afuera. Casi al escuchar decía “para qué voy a intervenir si esto es como un saludo a la bandera y no vamos o no podemos hacer nada”. Al  final esto me está motivando al escuchar las ideas de ustedes, no mías. Primero, las comunicaciones en algo pueden ayudar, yo creo que sí lo veo satisfactorio, pero esta última idea del Magistrado Arroyo me parece que bien puede ser un acierto, porque quien determina el régimen de admisión al Poder Judicial somos nosotros, que tengan el título en licenciado en derecho, incorporación como abogado, claro solo hay un riesgo con quién nos vamos a quedar, ese es el problema pero una cosa que no puedo callarme y ya se ha dicho aquí, que grave el día que el Poder Judicial baje el nivel de admisión para adaptarse a profesionales de muy pésima categoría, si ya los estamos recibiendo mediocres y les bajamos la categoría para recibir que tipo de cosa, lo que no debemos es claudicar, porque si nosotros seguimos bajando el nivel con curvas que ahora nosotros mismos rechazamos, entonces resulta que lo que vamos a obtener es qué tipo de profesional. De manera que estimo que debemos convertirnos en una de esas instituciones de ingreso de prestigio, en las que el funcionario cuando ingresa sabe que es difícil entrar y que se sienta verdaderamente orgulloso de ingresar a esta institución, y procurar los mecanismos para que quieran, que ese es el problema que no está tan fácil, porque el muy buen profesional está siendo -valga en términos simbólicos, hurtado-, capturado por la empresa privada o los grandes salarios o las grandes atracciones, con lo cual a nosotros nos dejan como profesionales residuales. Apoyaría en definitiva esta última moción de que pensáramos en requisitos importantes para el ingreso, lo contrario es poner en riesgo la Judicatura, admitir el ingreso de la mediocridad y yo no creo que con eso le hagamos ningún tipo de favor. No se trata don Marvin de que el proyecto sea bueno o malo, por supuesto que del proyecto los funcionarios que están saliendo están mucho mejor y muy diferentes a lo que fueron, considero que los exámenes están bien en general sin haberlos vistos, yo confío en eso y que el proyecto es excelente no tengo ninguna duda, no es el proyecto, es el material humano que nos ingresa y eso es lo que hemos estado comentando, para que no haya en ese sentido preocupación. Secundo la manifestación del Magistrado Arroyo me parece muy bien que es de las ideas más claras como resultado de este asunto.”

Indica el Magistrado Cruz: “Me parece muy bien que la propia Escuela Judicial tenga un panorama claro de las distintas ofertas y cuáles son esos distintos programas en las diferentes facultades. Lo otro es definir un plan de estudios  básico, una vez definido, eso puede dar lugar a distintas soluciones, pero que nosotros tengamos claro cuál es el pensum  básico que nosotros podemos requerir como para que tengamos un marco de referencia cuya consecuencia no tenemos que definir en este momento, pero sí tenerlo porque estimo que es significativo. Me comentaba el Magistrado Castillo algo que tiene razón, queda claro que la Corte no admite por el momento que se pueda hacer una valoración que haga una transformación de los resultados de las pruebas, si no que las pruebas siempre reflejen lo que son y no hacer la curva que se había hecho. Creo que eso capta ya la decisión del propio Consejo y de la Corte.”

Indica el Magistrado Aguirre: “Respecto a lo del requisito de ingreso, eso esta establecido en la Ley de Carrera Judicial en forma muy general, dice que “podrán ingresar todos los abogados que se encuentren debidamente incorporados al Colegio de Abogados”, ese es el único requisito. No hay una norma que nos permita revisar los títulos, de dónde vienen, y decir que este título no lo aceptamos porque viene de tal universidad donde el tiempo de duración es muy poco, no se ajusta a nuestros propios parámetros. De todo lo que se ha hablado en la institución o en el sistema de carrera existen perfiles que toman en cuenta las distintas capacidades de las personas e incluso el tema de valores, eso es lo que da a lugar a las famosas estrellitas cuando la persona no se ajusta a los perfiles. Ya la Sala Constitucional nos ha dicho que eso no debe utilizarse como método de exclusión, si no únicamente como referencia para los encargados de hacer los nombramientos, que lo importante es que haya superado las pruebas y que eso sería lo único.


Propiamente  el tema de la evaluación que originalmente conocimos los Magistrados que estuvimos en la judicatura, el Magistrado Cruz y el Magistrado Arroyo que era a través de los Tribunales Examinadores ha evolucionando con este programa de la Escuela Judicial que efectivamente dio lugar a todos estos problemas. Yo recuerdo que el tema de la curva fue una idea propia de la Escuela Judicial para salvar un proyecto que ya tenían casi sobre ruedas y entonces se hizo eso, pero ya en esta otra oportunidad el doctor Carvajal Pérez nos hizo el comentario de que nadie había ganado y ahí documentábamos que no más curvas en este tema.”

Dice el Presidente, Magistrado Mora: “Nos hemos quedado sin quórum. Me parece que la propuesta que nos hace el Magistrado Arroyo sería para tomarla en consideración en el Proyecto de Reforma a la Ley de Carrera Judicial.”


Agrega el Magistrado Cruz: “Pero no sólo en la Carrera Judicial, si no que incluso esté en la página de acceso para todos, de cuáles son las diferencias en la formación de los abogados, hay que decirlo. Nosotros debemos saberlo porque incluso don Marvin, -que quede así en actas de Corte- indicó que hay una diferencia en distintos plantes de estudios o currículos y formación y lo señaló el Magistrado Arroyo, por lo que nosotros debiéramos tener esa información que nos la puede brindar la Escuela Judicial, una vez que la tengamos podemos ver qué hacemos.”


El Presidente, Magistrado Mora le expresa al Magistrado Cruz: “Don Fernando fue que no me dejó terminar, pero casualmente iba a decir que para poder hacer eso, teníamos que pedirle al doctor Carvajal Pérez que nos diera esa información, porque no la tenemos y él es el que debe tenerla.”


Señala la Magistrada Escoto: “Quiero reconocer el esfuerzo de don Marvin, pensando en lo que esta institución requiere que dentro de todos los programas estén valores representados. En esto me consta que a través de la Secretaría de Valores con la especialista máster Olga Ovares Araya, se han hecho esfuerzos sumamente difíciles para evidenciar cómo es que debe de efectivizarse una administración por valores, ejemplo: en la oralidad ¿cuál es el trato o cuál es la forma de actuar de los diferentes integrantes tanto como juzgadores, defensores, fiscales, como compañeros de un tribunal que tiene que tener el respeto ante las partes, etcétera? Es importante el tema que han tocado, porque estimo  que lo que dice el Magistrado Cruz es de respeto y a la vez de meditación. A veces no basta una carrera judicial, si no cómo es que debemos armonizar las políticas vistas desde un ángulo de administración por valores en una ley de carrera judicial que ha generado una actuación un tanto para mí preocupante, donde lo que se genera es competencia a escribir porque fue algo que se reconoció y a la vez ha generado si a caso a veces me atrevo a que se revisé muchísimas incapacidades previo a hacer exámenes de grado y a emitir diferentes libros o escritos. Estimo que si bien esto podría ser cuestionable, revisando en que se ha dado énfasis en una Ley de Carrera Judicial podríamos meditar cuál es el funcionario y el perfil que se requiere desde una administración de valores, incitando a que en esta normativa se destaque la mística, la integridad que no soy la más adecuada para hacerlo ver, pero no son los más inteligentes, ni los de mejores notas los que pueden dar con el perfil que se requiere para administrar por valores. Sería bueno que hiciéramos esta revisión.”

Refiere el Presidente, Magistrado Mora: "Se levanta la sesión.”
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SE ACUERDA:  Tomar nota del anterior acuerdo.  ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO VIII

La Licda. Hulda Chinchilla Rizo, gestora de Capacitación 3, Unidad de Capacitación y Supervisión, Ministerio Público, en oficio UCS-MP-478-2011 del 26 de setiembre de 2011, suscrita al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

 Reciban un cordial saludo. La presente es para solicitarles de la manera más atenta,  indicar el criterio del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, sobre el oficio emitido Nº 2315-UCS-AS-2011, por el Departamento de Personal, en el cual se le solicitó de parte de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, mediante el oficio UCS-324-MP-2009, la valoración del debido reconocimiento de los pasos correspondientes de capacitación para los  servidores y servidoras que hayan aprobado el Programa de Formación Básica para Auxiliares Judiciales del Ministerio Público, lo anterior con sustento en lo dispuesto en el Artículo No 7 de la Ley de Salarios del Poder Judicial.

De lo anterior, indica el Departamento de Personal lo siguiente, “…En ese sentido, se tiene que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, será quien definirá a cuales servidores judiciales se le reconocerá el beneficio de los pasos tomando en consideración que el servidor preste servicios en oficinas cuyas funciones tengan afinidad con los estudios que han realizado.  Por lo que este Departamento de Gestión Humana realizará el reconocimiento de los pasos de conformidad con lo establecido en el artículo 6 del Reglamento para el incremento de sueldos por los cursos de capacitación judicial.”.


Por lo anterior, se les solicita definir cuales servidores judiciales, tienen el derecho del reconocimiento de los pasos de capacitación del curso en mención.
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El M. Ba. Ronald Calvo Coto, jefe Administración Salarial  y el M. Ba. José Luis Bermúdez Obando, Jefe Administración Humana, en oficio Nº 2315-UCS-AS-2011 del 31 de agosto de 2011, suscrita la Licda. Hulda Chinchilla Rizo, gestora de Capacitación 3, Unidad de Capacitación y Supervisión, Ministerio Público, indica lo siguiente:

En relación a su correo electrónico de fecha 12 de agosto del presente año en la cual solicitan se informe sobre el UCS-324-MP-2009, relacionado con un criterio que pedían al Departamento de Gestión Humana  sobre ".... Valorar la posibilidad de reconocer uno o más pasos (aumentos anuales) a los servidores que hayan aprobado todo el programa, lo anterior con sustento en lo dispuesto por el Artículo No 7 de la Ley de Salarios del Poder Judicial".

Tomando en consideración que en acta 03-09, del Consejo Directivo de la Escuela Judicial,  en el punto 5 da la aprobación de la solicitud emitida mediante el  Oficio UCS-45-MP-2009 del 04 de febrero de 2009, de la Unidad de Capacitación y Supervisión Ministerio Público, sobre Plan de Capacitación Programa de Formación Básica de Auxiliares Judiciales del M.P. Al respecto nos permitimos informarle lo siguiente:

Que para efectos de otorgar el beneficio salarial de pasos a un servidor según el artículo 2 del Reglamento para el incremento de sueldos por los cursos de capacitación judicial que dice que los pasos se otorgan si los conocimientos adquiridos se aplican en la labor que realiza el servidor judicial.

Sin embargo, mientras la Escuela Judicial no incluya en sus cursos otras áreas diferentes a las del Derecho Civil y Penal, los beneficios salariales se otorgarán también a los servidores judiciales que hayan obtenido certificados de estudios, siempre y cuando presten sus servicios en oficinas cuyas funciones tengas afinidad con los estudios que han realizado. 

La misma regla se aplicará a los servidores de oficinas administrativas que se hallaren en situación similar a la anterior. Todo a criterio y resolución del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

En ese sentido, se tiene que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, será quien definirá a cuales servidores judiciales se le reconocerá el beneficio de los pasos tomando en consideración que el servidor preste servicios en oficinas cuyas funciones tengan afinidad con los estudios que han realizado.  Por lo que este Departamento de Gestión Humana realizará el reconocimiento de los pasos de conformidad con lo establecido en el artículo 6 del Reglamento para el incremento de sueldos por los cursos de capacitación judicial.
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El Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de Capacitación de la Escuela Judicial, en oficio nº EJ-ACAD-102-2011 del 28 de setiembre de 2011, suscrito al Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, indica lo siguiente:

En atención a la solicitud de informe realizada el día de hoy, me permito realizar las siguientes observaciones:

· En sesión del Consejo Directivo de la Escuela Judicial número 03-2009 del 09 de febrero de 2009, propiamente en su artículo V, se aprobó el Macrodiseño del Programa de Formación Básica para Auxiliares Judiciales del Ministerio Público.

· Mediante oficio UCS-324-MP-2009 de fecha 20 de noviembre de 2009, remitido al Departamento de Gestión Humana, por parte de Francisco Fonseca Ramos, Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Gestión y Control; se solicita “...el reconocimiento de uno o más pasos (aumentos anuales) a los servidores que hayan aprobado todo el Programa de Formación Básica para Auxiliares Judiciales del Ministerio Público.”

· Mediante oficio Nº 2315-UCS-AS-2011 suscrito por los Máster Ronald Calvo Coto, Jefe de Administración salarial y José Luis Bermúdez Obando, jefe de Administración Humana del departamento de Gestión Humana, en lo que interesa se señala: “... se tiene que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, será quien definirá a cuales servidores judiciales se le reconocerá el beneficio de los pasos tomando en consideración que el servidor preste servicios en oficinas cuyas funciones tengan afinidad con los estudios que han realizado. Por lo que este Departamento de Gestión Humana realizará el reconocimiento de los pasos de conformidad con lo establecido en el artículo 6 del Reglamento para el incremento de sueldos por los cursos de capacitación judicial...”

· El artículo 4 del “Reglamento para el incremento de sueldos por los cursos de capacitación judicial”, aprobado en sesión celebrada por la Corte Plena el 21 de mayo de 1984, en su Artículo XIX, al respecto señala: “Se concederán, previo informe del Consejo de Personal, uno o dos pasos de la Escala de Salarios a los servidores judiciales que obtengan certificados de capacitación requerida para el desempeño de sus cargos en el Poder Judicial.”

En virtud de lo anterior, considero que no lleva razón el Departamento de Gestión Humana al considerar que le corresponde, al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la determinación de los servidores judiciales a los que hay que reconocer el beneficio aludido. Ya que por Reglamento esa es una atribución exclusiva del Consejo de Personal. Hacerlo de otra manera violentaría groseramente el principio de legalidad que nos rige.
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SE ACUERDA:  Que el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, jefe del Departamento de Gestión Humana, coordinen lo pertinente para una sesión de trabajo conjunta, para la elaboración de una propuesta relativa a este tema que será sometida al Consejo Directivo de la Escuela Judicial.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IX

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, manifiesta que ya se debe comenzar a trabajar en el “Plan de Trabajo para el 2012”, por lo que solicita que se proceda a solicitar a las diferentes Unidades de Capacitación que remitan los planes de necesidad de capacitación para el 2012 con el objeto de tomarlas en cuenta en el Plan de Trabajo de la Escuela Judicial, al 31 de octubre del año en curso, para someterlos a consideración del Consejo Directivo en los primeros días de noviembre 2011.  
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SE ACUERDA:  Hacer una atenta instancia a la Defensa Pública, Ministerio Público, Departamento de Gestión Humana y Unidad de Capacitación del O.I.J.,  para que remitan a la Escuela Judicial, a más tardar el 31 de octubre de 2011, sus planes de necesidades de capacitación para el 2012,  para la aprobación del  Consejo Directivo de la Escuela Judicial.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO X

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, comunicó a los miembros presentes del Consejo Directivo, que la Escuela en la actualidad cuenta con una Sala de Simulación de Juicios para la capacitación de juezas y jueces, el que ha generado interés de varios despachos judiciales para  llevar a cabo algunos procesos de juicios, por lo que se ha estado recibiendo algunas solicitudes de préstamo en este sentido.

Los miembros presentes de este Consejo, manifestaron su desacuerdo en que se facilite el Aula de Simulación de Juicio de la Escuela Judicial,  para llevar cabo procesos judiciales ya que este es únicamente para fines de capacitación. 
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SE ACUERDA:  Se rechaza la solicitud del Tribunal de Juicio de Heredia, para la realización de debates en la “Sala de Simulación de Juicios de la Escuela Judicial”. Este mismo criterio regirá para solicitudes posteriores en el mismo sentido.  ACUERDO FIRME.
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Se levanta la sesión a las once horas, cincuenta minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda                                   Dr. Marvin Carvajal Pérez

                 PRESIDENTA                                                DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL
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�	Se define por cualificación a la  preparación necesaria para el desempeño de una actividad, en especial de tipo profesional. Incluye los conocimientos, destrezas, habilidades, valores y actitudes. Se busca que el proceso de capacitación vaya más allá de los conocimientos.


�	 Obsérvese que la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública trabaja con defensoras y defensores, asistentes jurídicos, personal administrativo y oficiales de investigación. Igualmente, la Unidad de Capacitación del Ministerio Público debe trabajar con fiscalas y fiscales, asistentes y personal administrativo.


�	 Este punto fue ampliamente discutido en la reunión del Consejo Directivo.


�	 Una forma a través de la cual se puede ejemplificar que efectivamente se mantiene la relación laboral durante la capacitación es que si una persona está incapacitada, no puede asistir.


�	 Los contratos de adiestramiento generalmente se sustentan en una base normativa compuesta por la Ley de Adiestramiento de Servidores Públicos, la Ley de Salarios del Poder Judicial, la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento de Becas y Permisos de Estudios para el personal del Poder Judicial y los acuerdos adoptados por la Corte Plena y por el Consejo Superior.






